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Introducción 

 

En el contexto de la investigación se aclara el sentido y orientación de la norma que 

llevó al constituyente derivado en dar la importancia al tema del precedente judicial, esto en 

el marco del desarrollo de la Ley 1437 de 2011, frente al análisis de la figura de las 

sentencias de unificación y el mecanismo de extensión de jurisprudencia a terceros. 

 

Es así como desde el año 2003, algunas normas aunque aparentemente eran mejores, en 

algunos contextos, se empieza a dar una regresividad generando una discriminación odiosa 

en algunos componentes de fuerza, que fundamentalmente ha generado un incremento de la 

litigiocidad y un desgaste en la defensa jurídica del Estado y específicamente de la fuerza 

pública por falta de una coherencia y homogeneidad en el manejo de la política pública.  

 

Este trabajo desde la jurisprudencia expondrá la directriz para poder tener un criterio que 

permita desde la congruencia poder encontrar las líneas decisionales acordes y 

específicamente aplicar los criterios auxiliares que deberían tener los operadores  judiciales 

y administrativos, haciendo énfasis en el precedente  judicial
1
 en lo contencioso, con el 

estudio de casos ejemplares para comprender las zonas grises del derecho que afecta a 

miles de personas que forman parte de la fuerza pública en sus diferentes regímenes 

salariales, de carrera y los reajustes porcentuales. 

  

                                                 

1
 Constitución Política: Artículo 230 



 2 

Objetivo General 

 

Analizar el impacto jurídico del fallo de unificación proferido por el Consejo de Estado 

sobre derechos laborales de soldados voluntarios que pasaron a ser soldados profesionales.                                                                                                                                                                                                  

 

Objetivos Específicos 

                                                                    

1. Identificar las diferentes posiciones indicadas en los fallos de primera y segunda 

instancia proferidas a la fecha.        

                                                                                                                                   

2. Determinar los valores reconocidos a los soldados que pasaron a ser profesionales 

en el 2003, como consecuencia de las decisiones judiciales expuestas.                 

                                                                                                                                                        

3. Contrastar los costos de las decisiones judiciales con el principio de la 

sostenibilidad fiscal 

 

. 
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1. Capitulo:  

 

Antecedentes de los Soldados Voluntarios y Profesionales en Colombia 

 

La Ley 167 de 1896, es la primera norma que organiza el servicio militar obligatorio en 

Colombia y lo hace obligatorio, pero también prevé la incorporación de soldados 

voluntarios. 

 

La Ley 131 de 1985, crea la figura de los soldados voluntarios, para este grupo de 

soldados se requería haber prestado el servicio militar obligatorio y se hace en desarrollo de 

la Ley 1ª de 1945, que permitía la prestación del servicio militar como voluntario, pero de 

igual manera le da otro alcance a partir de diciembre de 1985, este personal entra a recibir 

remuneración por sus servicios, denominada bonificación mensual que correspondía a un 

salario mínimo legal vigente incrementado en un 60%, más una prima de antigüedad que 

podría llegar hasta un 58.5%, éste se da hasta el primero (01) de Noviembre de 2003, fecha 

en que ya existía los soldados profesionales. 

 

Para esta fecha los soldados voluntarios que se encontraban en las fuerzas de Ejercito y 

Armada Nacional, pasaron a ser soldados profesionales e infantes de marina profesionales, 

respectivamente y aquel que prestaba servicio por un periodo de un año recibía una 

bonificación de navidad, igual a lo percibido en el mes de noviembre, en caso contrario 

proporcional por mes cumplidos a razón de 1/12.  

 

En esta norma tampoco se desarrolló un régimen pensional por tiempo de servicio y le 

era aplicable un régimen prestacional, penal y disciplinario propio de los soldados que se 

encontraban prestando el servicio, tenía derecho a reconocimiento de indemnización por 

disminución de la capacidad sicofísica y pensión de invalidez cuando superaba el 75% de la 

capacidad. 

 

En caso de fallecimiento por razón del servicio recibían una compensación por muerte 
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que correspondía de 24 a 48 meses de sueldo básico de un cabo segundo y pago de 

cesantías sí fallecía en combate o por acción directa del enemigo. 

 

Decreto 370 de 1991 “por el cual se reglamenta  la Ley 131 de  1985”,  se da 6 años 

después, siendo este un Decreto reglamentario del servicio de los soldados voluntarios, que 

contemplaba como requisitos de incorporación realizar una solicitud en la guarnición 

militar más cercana a su domicilio, haber prestado el servicio militar, ser soltero y tener 

buena conducta durante el servicio militar y reunir condiciones sicofísicas y morales. Su 

alta era por OAP (Orden Administrativa de Personal), su finalidad era de combate y apoyo 

para el combate y solo pueden ascender a Dragoneante Profesional, y para este rango sus 

requisitos eran 5 años de servicio con excelente conducta y disciplina. 

 

A partir del año 2000, se estableció un régimen especial en las Fuerzas Militares, este 

consistía en incorporar como soldados voluntarios a soldados que hubieren prestado el 

servicio militar y decidieran profesionalizarse en el arte de la guerra.  

El soldado voluntario devengaba una bonificación consistente en un salario mínimo 

legal mensual vigente incrementado en un 60%, teniendo la opción de ser soldado 

profesional devengaría un salario mínimo legal mensual vigente incrementado en un 40%, 

más el sistema prestacional y pensional. 

 

Con lo anterior se pretendía profesionalizar y contar con personas que tuvieran un alto 

grado de pertenencia con la institución y el país, para entrar a defender un estado con más 

de treinta años en guerra, por tal motivo inicialmente se reconocía el soldado voluntario con 

experiencia en operaciones sostenidas y para el año 2000 se inicia el periodo de garantías 

laborales y mayor compromiso con la institución pasando de soldado voluntario con 

bonificación a soldado profesional con salario, prestaciones sociales y sistema pensional. 

 

El Gobierno al identificar que para el año 2003 aún había soldados voluntarios y al 

mismo tiempo ya existían los soldados profesionales y que tenían diferencias salariales, 

determino cambiar la figura de soldado voluntario a soldados profesionales únicamente. 



 5 

 

El soldado profesional que se incorporó después de la vigencia del Decreto 1793 de 

2000, devengaba un salario mínimo incrementado en un 60% y aquel que paso de 

voluntario a profesional devengaba un salario mínimo mensual vigente incrementado en un 

40%, siendo desigual con aquellos que ingresaron en vigencia del Decreto. 

 

Esto hace que los soldados que se encontraban en una especie de letargo decidan acudir 

a la vía jurisdiccional administrativa, pidiendo igualdad de condiciones laborales,  esto 

conduce a que los Jueces de la Republica interpreten el Decreto 1793 en sus Numerales 1 y 

2, y dividan las posiciones, tanto en el a quo y el a quem bajo las siguientes condiciones: 

 

El   artículo primero del Decreto 1794 de 2000, establece lo siguiente: 

 

“ASIGNACIÓN SALARIAL MENSUAL: Los soldados profesionales que se 

vinculen a las Fuerzas Militares, devengarán un (1) salario mensual equivalente 

al salario mínimo legal vigente, incrementado en un cuarenta por ciento (40%) 

del mismo salario. 

 

Sin perjuicio de lo dispuesto en el parágrafo del artículo siguiente, quienes al 31 

de diciembre del año 2000 se encontraban como soldados de acuerdo con la Ley 

131 de 1985, devengarán un salario mínimo legal vigente incrementado en un 

sesenta por ciento (60%).” 

 

La Ley 131 de 1985, “por la cual se dictan normas sobre servicio militar voluntario”, tal 

y como lo expresa claramente su epígrafe, regula lo relacionado  exclusivamente con los 

soldados que prestan SERVICIO MILITAR VOLUNTARIO. 

 

Cuando el inciso segundo del artículo 1º Decreto 1794 de 2000 dice: “devengarán un 

salario mínimo legal vigente incrementado en un sesenta por ciento (60%)”, se refiere a 

“soldados de acuerdo con la Ley 131 de 1985” es decir, a soldados que prestan un servicio 
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militar voluntario. 

 

¿Qué argumento o elementos tuvo en cuenta el legislador en el inciso primero del 

artículo 1º Decreto 1794 de 2000 establezca un cuarenta por ciento (40%) de incremento y 

en el inciso segundo de la misma norma, establezca un incremento del sesenta por ciento 

(60%)? 

    

El inciso primero de la norma bajo análisis, se refiere a quienes tienen la calidad de 

soldados profesionales y en el inciso segundo a aquellos soldados que continúan bajo la 

calidad de soldados voluntarios.  

  



 7 

2. Capitulo: 

 

El Precedente Judicial en la Justicia Contenciosa Administrativa 

 

La Ley 1437 de 2011, desarrollo el precedente jurisprudencial con el fin de dar garantías 

e igualdad jurídica, los despachos judiciales (Juzgados y Tribunales) dieron la misma 

interpretación cuando existen las mismas condiciones fácticas y jurídicas defendiendo los 

derechos en igualdad de condiciones.  

  

Las decisiones de las Altas Cortes (Corte Constitucional, Consejo de Estado, Corte 

Suprema  y Consejo Superior de la Judicatura) tienen fuerza vinculante y para el caso bajo 

estudio se da la Sentencia de Unificación 85001-33-33-002-2013-00060-01 magistrada 

ponente Sandra Lisset Ibarra Vélez y Demandante Benicio Antonio Cruz del 25 de agosto 

de 2016 sección segunda, bajo los siguientes parámetros: “i) En la obligación de aplicar la 

igualdad frente a la ley ii) La potestad de unificación jurisprudencial que recae sobre estas 

cortes iii) El principio de la buena fe frente a la actuación de las autoridades del Estado iv) 

La necesidad de brindar seguridad jurídica del ciudadano en el entendido de que ante 

situaciones similares se dicten decisiones similares” CONSEJO DE ESTADO, Sala de lo 

Contencioso Administrativo, Sección Segunda, Sentencia de 16 de septiembre de 2010, 

Exp. 2010-00830-00(AC), C.P. Gustavo Gómez Aranguren 

 

El derecho administrativo no podría ser ajeno a los cambios que le imprime la 

constitucionalización y la globalización.  En este sentido, “dadas las peculiaridades propias 

que reviste el Derecho Administrativo, como rama en permanente formación, cuyo 

ordenamiento no cristaliza definitivamente por las continuas trasformaciones de la realidad 

que debe regular, el análisis de las fuentes del derecho exige una consideración particular 

de parte de la doctrina” (Cassagne, 2009, pág. 149). Por lo que se hace necesario revisar 

cuales han sido las fuentes del derecho administrativo, su desarrollo y si en la actualidad se 

encuentran vigentes. 
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2.1. Desarrollo de las fuentes del derecho administrativo para determinar 

decisiones de sentencias de unificación y sus consecuencias.  

 

El derecho administrativo es una rama del derecho colombiano, cuya practica se funda 

en la tradición jurídica continental, que se caracteriza por ser el primero en crear un derecho 

administrativo: “como un área de derecho positivo específico, regulador de la actividad, de 

los sujetos y las finalidades de la administración pública” (Santofimio Gamboa, 1996, pág. 

253) y algunas de sus características son: 

 

 Existencia de una administración pública sujeta a una legalidad especial 

 Existencia de una legalidad especial y concreta con principios rectores de la 

actividad administrativa. 

 Supremacía   de   la   administración   en   sus   relaciones   jurídicas   mediante   

el reconocimiento de poderes exorbitantes 

 Existencia de un control de legalidad realizada por una jurisdicción especial 

 Existencia  de  un  régimen  de  responsabilidad,  diverso  del  establecido  para  

los particulares. 

 

Varios escritores
2 consideran que la formación del derecho administrativo colombiano 

se encuadra en la tradición jurídica continental como las francesas y españolas. Las fuentes 

del derecho administrativo son las mismas fuentes generales del derecho. Es importante 

señalar que las fuentes del derecho administrativo fundamentan en el principio de legalidad, 

“lo que implica que toda la actuación de la administración es susceptible de analizarse 

jurídicamente, pues está sometida al derecho y al control judicial, situación que es 

                                                 

2
 Consultar: Santofimio Gamboa, Jaime Orlando. Tratado de derecho Administrativo (Santofimio 

Gamboa, 1996), Chinchilla María, Carmen, Reflexiones en torno a la polémica sobre el origen del derecho 

administrativo (Chinchilla Marín, 1992) y Malagón Pinzón, Miguel. La Revolución Francesa y el Derecho 

Administrativo Francés: La invención de la teoría del acto político o de gobierno y su ausencia de control 

judicial. (Malagón Pinzón, 2005) 
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precisamente la que permite que funcione dicho principio” (Serna Mesa, 2010). 

 

Es por esto que tradicionalmente las fuentes del derecho administrativo, siguiendo a 

(Rodriguez, 2008, p 61) y a (Herrera, 2012, p 37) se han considerado las siguientes: la ley y 

los actos administrativos (los reglamentos), y excepcionalmente la doctrina, la 

jurisprudencia, y los principios generales del derecho. 

 

La fuente principal del derecho administrativo es la Constitución Política de Colombia 

de 1991, que está en la cúspide dentro de la estructura jerárquica del ordenamiento jurídico, 

tiene prevalencia sobre las demás normas (Art. 4 C.P/ “norma de normas”), “al ser definida 

como el conjunto de normas fundamentales que se encargan de establecer los derechos y 

libertades públicas y la estructura del estado” (Herrera, 2012, p 37)  de este modo “todas las 

secciones del derecho administrativo arrancan del estudio de los principios y normas que la 

Constitución trae sobre el aparato administrativo y su marcha, o las actividades de los 

particulares en relación con ella, o sobre los comportamientos de otras ramas del Estado 

que caen dentro de su temática” (Vidal Perdomo, 2004, pág. 16), de esta manera la 

Constitución se convierte en una norma efectiva que permea todo el derecho 

administrativo. Esto hace posible entender que, aunque la fuente principal del derecho 

administrativo es la ley, no puede por ello “escapar al hecho que existe un estatuto superior 

compuesto por un grupo de principios, reglas y normas de derecho positivo que conforman 

el bloque de constitucionalidad y que comparten con los artículos del texto de la Carta la 

mayor jerarquía normativa en el orden jurídico interno”. (Serna Mesa, 2010). 

  

También encontramos como fuentes del derecho administrativo, los actos 

administrativos, que pueden ser de carácter general o particular, aunque solo los actos 

administrativos de carácter general son considerados fuente objetiva de derecho, y 

generalmente son reglamentarios. Los reglamentos son “declaraciones unilaterales 

realizadas en ejercicio de la función administrativa que produce efectos jurídicos generales 

en forma directa” (Gordillo, 1998, pág. 32), la Constitución de 1991 establece un sistema 

confuso de creación de reglamentos, a lo que se puede determinar que no es una facultad 
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exclusiva del presidente, sino que otros organismos tienen facultades dependiendo de su 

competencia, para el caso bajo estudio el consejo de estado en sentencias de unificación.  

 

Otras fuentes del derecho administrativo según Santofimio Gamboa, presenta el análisis 

de los “elementos coadyuvantes o de colaboración del sistema normativo” (1996), es decir 

los principios generales del derecho, la jurisprudencia, la costumbre y otros autores 

mencionan la doctrina. “La jurisprudencia y la doctrina no son fuentes normativas sino 

intelectuales, es decir, que no son producto del poder del Estado sino de la interpretación 

que se hacen de las mismas en las decisiones judiciales, libros y escritos”. (Vidal Perdomo, 

2004, pág. 17). 

 

Atendiendo a lo consagrado por el artículo 230 de la Constitución Política, la 

jurisprudencia está clasificada como un criterio auxiliar de la actividad judicial. En nuestro 

país se presenta una constante preocupación por representar en la ley los criterios para 

desarrollar la actividad del estado; brindando la mayor certeza posible a los particulares, 

aplicando la normatividad escrita de tal forma que se efectué una concreción real,  entre lo 

consagrado en la norma y la realidad material de los derechos y prerrogativas de los 

particulares, de tal manera que la aplicación normativa se dé de manera concreta para todos 

los habitantes del territorio nacional, que se encuentren en situaciones fácticas semejantes, 

de manera pues, que no se violen entre otros derechos fundamentales, como el de la 

igualdad de que todos somos destinatarios. Tradicionalmente se ha tenido nuestro sistema 

legal como un derecho legislado, restándole importancia a la interpretación efectuada por 

los jueces a través de sus providencias. A partir de la vigencia de la Ley 1437 de 2011, la 

jurisprudencia ha cobrado una mayor relevancia, pues se hace obligatorio tener en cuenta el 

precedente jurisprudencial al haberse consagrado las “sentencias de unificación”, como 

criterios garantizadores de los derechos de los administrados. 

 

 “La tarea del Consejo de Estado y el Tribunal de Conflictos ha sido fundamental en la 

formación del derecho administrativo, adaptando las construcciones doctrinarias o tomando 

la iniciativa para la elaboración de las categorías para la solución de litigios” (Vidal 
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Perdomo, 2004, pág. 33).  

 

Para muchos escritores en Colombia esto ocurre, pese al papel auxiliar que se le da a la 

jurisprudencia, la realidad del derecho administrativo colombiano es que “sus instituciones 

han sido el producto de la interpretación y de la adaptación doctrinal que por vía de 

jurisprudencia ha hecho el Consejo de estado” (Santofimio Gamboa, 1996, pág. 457).  A 

pesar de que el origen del derecho administrativo es reglado, se han venido desarrollando 

distintas normas, debido a la especialidad de sus contenidos y el desarrollo especial que se 

ha dado a los conflictos jurisprudencialmente. 

 

2.2. Consejo de Estado, Normas y Jurisprudencia sobre sentencias de unificación  

y precedente. 

 

Las normas que ha desarrollado el consejo de Estado, son de gran importancia y acogen 

algunos pronunciamientos del Consejo de Estado al respecto de manera consultiva del 

Gobierno, e instituciones de lo Contencioso Administrativo. 

 

En 1914 el Consejo de Estado
3
, continuó la línea de reconocer la existencia de la 

jurisprudencia, como fuente auxiliar del derecho, siendo este fundamentado en el artículo 1, 

4 y 8 de la Ley 153 de 1887, y el artículo 4 de la Ley 169 de 1889 que subrogó el artículo 

10 de la Ley 153 de 1887. 

 

 

En sentencia de 1915 el Consejo de Estado afirma, que es importante que exista la 

                                                 

3
 Desde 1821, existe el Consejo de Estado como órgano asesor del Gobierno Nacional. Posteriormente 

pasó a ser de la Rama ejecutiva. En la reforma constitucional de 1905, se suprime el Consejo de Estado, al 

igual que la Vicepresidencia de la República. Hasta Reforma constitucional de 1914, se restablece el Consejo 

de Estado, para ampliar la información consultar: La historia de la rama judicial en Colombia de Andrés De 

Zubiría Samper (De Zubiría, 2012). 

 



 12 

doctrina probable como uno de los papeles más importantes de la Corte Suprema de 

Justicia, dando a los jueces la posibilidad de aplicarla en casos análogos, (Consejo de 

Estado, Exp. N°532, octubre 11 de 1915) dejando en claro que no es obligatoria su 

aplicación. 

 

En la Jurisdicción de lo  Contencioso Administrativo, la convocatoria a sala plena del 

consejo de estado como órgano de cierre , se puede efectuar por iniciativa del presidente, 

por el vicepresidente de la corporación o por tres o más consejeros de estado, a fin de que 

se adopte una decisión de manera conjunta de un tema específico que venga siendo 

reiterativamente puesto en consideración por los ciudadanos o en nuestro caso concreto,  

por un determinado sector de servidores públicos que se consideran acreedores de un 

derecho que le ha venido siendo desconocido.  

 

En el expediente número S-032, que tiene Consejero ponente a Carlos Betancur 

Jaramillo, “no estuvo en el pensamiento del legislador de 1975 ni hacer obligatorio el 

precedente jurisprudencial ni darle el valor o el rango de ley. Sólo quiso que los cambios se 

manejaran por todos los miembros de la corporación y no por los que conformaran una Sala 

o Sección determinada. La obligatoriedad del precedente no está, se repite, ni en la Ley 11 

ni en el artículo 24 del Decreto 528 de 1964. Tampoco en la doctrina”. 

 

En algunas providencias anteriormente relacionadas, expresan que el Consejo de Estado 

para esta época admitió la jurisprudencia como fuente auxiliar del derecho que no obliga al 

resto de la jurisdicción, sin embargo es claro que hay un interés por unificar las decisiones 

entre las distintas secciones y que sea realizada en sala plena. 

 

Con la entrada en vigencia de la Constitución de 1991, y la creación de la Corte 

Constitucional, el Consejo de Estado, tiene la necesidad de usar un patrón común en las 

decisiones contenciosas ordinarias. “En todo caso, el escenario que se observa en los fallos 

del Consejo de Estado, no identifica aún una estructura o metodología sobre el uso del 

concepto de línea jurisprudencial, es decir, un concepto que de manera transversal muestre 
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como paulatinamente evoluciona con carácter vinculante un precedente, esto a pesar de la 

existencia del recurso extraordinario de súplica consignando como causal la inobservancia 

de la jurisprudencia de la sala plena del Consejo” (Motta Navas, Suelt Cock, & Corrales 

Sánchez, 2012, pág. 51). 

 

La fuerza vinculante de las sentencias de las Altas Cortes y la presencia del precedente 

judicial en Colombia, tomó un viento diferente con la expedición de la sentencia C- 836 de 

2001, en la que se analiza el artículo 4 de la Ley 169 de 1896, y se debate el tema de la 

doctrina probable, a pesar que taxativamente esta norma era exclusivamente para la Corte 

Suprema de Justicia, se amplió el concepto a las decisiones proferidas por todas las Altas 

Cortes que integran la administración de justicia, es decir Consejo de Estado y Corte 

Constitucional
4
. 

 

El Consejo de Estado frente a la jurisprudencia, incluye términos utilizados en un 

principio únicamente por la Corte Constitucional. “Aunque los precedentes no tienen la 

categoría de fuente formal de Derecho, entrelazados con el derecho a la igualdad adquieren 

fuerza vinculante en la actividad judicial, pues donde existe la misma razón debe aplicarse 

la misma solución, o si se prefiere, ante la identidad de elementos de dos casos, es de 

esperarse que la solución sea igual” (Consejo de Estado, Exp. N°3461, 2 de septiembre de 

2004). 

  

El Consejo de Estado cita a la Corte Constitucional al decir que los precedentes no son 

obligatorios y que por la autonomía judicial es admisible que el juez modifique o aparte de  

sus interpretaciones, con la condición de exponer razones y fundamentos que lo llevaron a 

apartarse del mismo.  

 

El Consejo de Estado en sentencia de la Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección 

                                                 

4
 Al momento de proferirse la Ley 169 de 1896 el Consejo de Estado ni la Corte Constitucional existían en 

el ordenamiento jurídico colombiano 
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Tercera. Radicación número: 25000-23-26-000-1999-01968-01(25662), Consejero 

Ponente: Ramiro Saavedra Becerra. Bogotá, D.C., treinta (30) de marzo de dos mil seis 

(2006), indica al respecto: “Cada proceso brinda la oportunidad de estudiar a fondo los 

aspectos jurídicos que le incumben, con lo cual, en cada pronunciamiento se  está  ante  la  

posibilidad  de  que  el  Juez  reitere,  modifique,  adicione  o  cambie  la interpretación de 

los conceptos jurídicos ajustables en cada materia, pues, aunque esto resulte desconcertante 

para los usuarios de la administración de justicia, el concepto de justicia prefiere aceptar la 

modificación de las tesis jurisprudenciales, antes de reiterar posiciones contrarias a 

derecho”. Por lo anteriormente mencionado,  el Consejo de Estado, concibe la importancia 

de mantener una interpretación unificada en su jurisprudencia y que la misma sea aplicada 

por los jueces. Sin embargo siempre que se señala esta interpretación en la que se protege 

algunos derechos como lo son el de la igualdad, el derecho al debido proceso, dando  de 

esta manera independencia y autonomía de los jueces. 

 

El artículo 114 de la Ley 1395 de 2010
5 dispone “Las entidades públicas de cualquier 

orden, encargadas de reconocer y pagar pensiones de jubilación, prestaciones sociales y 

salarios de sus trabajadores, o afiliados, o comprometidas en daños causados con armas de 

fuego, vehículos oficiales, daños a reclusos, conscriptos, o en conflictos tributarios o 

aduaneros, para la solución de peticiones o expedición de actos administrativos, tendrán en 

cuenta los precedentes jurisprudenciales que en materia ordinaria o contenciosa 

                                                 

5
 En la exposición de motivos del proyecto de ley, para justificar la necesidad de la norma se afirmó: 

“Sobre el deber de acatar los precedentes. En la jurisdicción ordinaria laboral, en la Contencioso 

Administrativa y en la constitucional, como consecuencia de las decisiones de los jueces en acciones de 

tutela, se han venido trazando líneas jurisprudenciales en determinadas materias, como, por ejemplo, 

pensiones de jubilación, prestaciones sociales, daños causados con armas de fuego o vehículos oficiales, 

daños causados a reclusos y conscriptos, conflictos tributarios o aduaneros. De acuerdo con tales líneas, se 

condena a las entidades públicas al pago de sumas que generan para el erario público sobrecostos adicionales 

por las indexaciones y los intereses moratorios que tales condenas implican. Hoy las justicias Contencioso 

Administrativa y laboral [sic] cuentan con más de veinte mil procesos de esta misma naturaleza. Con 

mecanismos para que haya una misma voluntad política del Estado y de entidades como CAJANAL y otras de 

previsión social, se podría generar una gran descongestión en las distintas jurisdicciones.” 
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administrativa, por los mismos hechos y pretensiones, se hubieren proferido en cinco o más 

casos análogos”. Se está generando una obligación para las autoridades administrativas “en 

ejercicio de su función administrativa les corresponda pronunciarse sobre esos tópicos, 

imponiéndoles el deber de “tener en cuenta los precedentes jurisprudenciales” (Cerra 

Jiménez, 2012, pág. 18), buscando generar descongestión. Para Cerra Jiménez, les da la 

posibilidad de considerarlos en el análisis que sirva de motivación a la decisión, es decir, 

“ya sea acogiéndolos o aparatándose de ellos, la única consecuencia es que, tácitamente, se 

le impone al funcionario administrativo la carga argumentativa de demostrar que el criterio 

jurisprudencial contenido en las providencias que se referirían a asuntos análogos, es o no 

aplicable al caso concreto que se pide homologar”. 

 

Para Santofimio Gamboa, el artículo reconoce la obligatoriedad que las entidades del 

Estado acaten el precedente judicial, pero además señala que hablar de línea o reiteración 

de jurisprudencia, es un error que puede desatar consecuencias perversas, porque si 

“siempre se requiere más de un precedente en el mismo sentido, entonces se permite la 

existencia de oscilaciones en la aplicación de las normas por los órganos judiciales hasta 

acertar en un criterio determinado”, alineándose con la postura de Díez Sastre, al señalar “el 

precedente como razón de ser de la decisión en relación con los hechos y circunstancias del 

litigio, esto es, como instrumento de control de la aplicación de las normas, no tiene que 

encontrar su justificación en la repetición para operar (2008, págs. 92 -93) por lo que es 

válido afirmar que la norma confunde el precedente con la reiteración o con la costumbre. 

 

Frente a la obligación que existan cinco fallos iguales para poder considerarlos 

precedente judicial, se ha presentado también la crítica que en los casos a los que 

circunscribe la norma, generalmente los hechos y la tasación de perjuicios siempre van a 

ser distintos, por lo tanto será casi imposible conseguir cinco sentencias iguales (Tamayo 

Jaramillo & Jaramillo, 2012), a lo que los defensores de la norma podrían señalar que a lo 

que se refiere es a la forma como se solucionó en caso más no dar la misma solución. 

 

En la sentencia C-539 de 2011, en la que se examinó la constitucionalidad del artículo 114 
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(parcial), la Corte interpretó con base en el artículo 6 de la Constitución en el que se señala 

que las autoridades públicas en el ejercicio de sus funciones y la adopción de sus decisiones 

están  sometidas  a  la  Constitución  y a  la  ley
6
, que  la  norma  se  refiere  “al  necesario 

acatamiento de las decisiones judiciales y del precedente judicial dictado por las Altas 

Cortes en la jurisdicción ordinaria, contencioso administrativa y constitucional, por cuanto 

son los máximos órganos encargados de interpretar y fijar el contenido y alcance de las 

normas constitucionales y legales, interpretación que se incorpora al entendimiento y 

aplicación de los preceptos jurídicos”, resolviendo de esta manera las críticas anteriormente 

reseñadas, y frente a la expresión “en cinco o más casos” la Corte se inhibe por ineptitud 

sustantiva de la demanda de emitir un pronunciamiento de fondo. Sin perjuicio de lo 

anterior, como se mencionó en el primer capítulo, el aporte más significado de este estudio 

de constitucionalidad es que la disposición es exequible “en el entendido que los 

precedentes jurisprudenciales a que se refiere la norma deben respetar la interpretación 

vinculante que realice la Corte Constitucional”. Con la expedición de la Ley 1437 de 2011 

el artículo 114 fue derogado expresamente por el artículo 309. 

 

Por su parte, el artículo 115 de la misma ley señala “Facúltese a los jueces, tribunales, 

altas cortes del Estado, Sala Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura y de los 

Consejos Seccionales de la Judicatura para que cuando existan precedentes 

jurisprudenciales, conforme al artículo 230 de la Constitución Política, el artículo 10 de la 

                                                 

6
 Para profundizar al respecto se puede consultar también, Ricardo Hoyos Duque. La Corte Constitucional 

ha dicho que el precedente judicial resulta obligatorio para la administración. Así, en la sentencia T–116 de 

2004 expresó que “conforme a las reglas que regulan el manejo del precedente judicial, el juez puede, bajo 

determinadas circunstancias, apartarse de la decisión de la Corte. No así la administración, que se encuentra 

sujeta a los parámetros definidos por la Corte Constitucional en esta materia y los jueces ordinarios en sus 

respectivos ámbitos de competencia. Sólo así se asegura que la administración esté sujeta al derecho. Resulta 

claro que en los puntos que no han sido precisamente definidos por el juez constitucional, la administración y 

los jueces gozan de un razonable margen de apreciación. Dicho margen de apreciación no es absoluto.” 

(Hoyos Duque, 2013). 
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Ley 153 de 1887 y el artículo 4° de la Ley 169 de 1896, puedan fallar o decidir casos 

similares que estén al Despacho para fallo sin tener que respetar el turno de entrada o de 

ingreso de los citados procesos, conforme a lo señalado en el artículo 18 de la Ley 446 de 

1998. Con esta disposición se reconoce expresamente la existencia del precedente judicial 

(Tamayo Jaramillo & Jaramillo, 2012) en razón que hasta permite a los jueces, tribunales, 

altas cortes del Estado, Sala Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura y de los 

Consejos Seccionales de la Judicatura de alterar el turno de entrada de los procesos al 

Despacho los despachos, con el fin que se pudieran fallar o decidir casos similares que 

estén al Despacho para fallo sin tener que respetar el turno de ingreso de los citados 

procesos (Arias García, 2012).  

 

Se puede concluir que el legislador hace divergencia entre jurisprudencia y precedente, 

“reconociendo autonomía al precedente en materia judicial, sin que adicionalmente le está 

otorgando a este medio, constitucionalmente auxiliar, un papel principal en la 

determinación del derecho” (Santofimio Gamboa, 2010, pág. 47), otorgándole un rol 

esencial al juez10 en la creación del derecho y construcción de precedentes 

jurisprudenciales, aceptándolo como fuentes para el derecho colombiano. 

 

la Ley 1437 de 2011, “por la cual se expide el Código de Procedimiento Administrativo 

y de lo Contencioso Administrativo”, la cual recopila los avances en materia de precedente 

judicial, las sentencias de unificación jurisprudencial del Consejo de Estado, y dota de 

herramientas reales a los jueces, funcionarios administrativos y de igual manera a los 

ciudadanos para que se aplique el precedente judicial, es el caso de la creación del recurso 

extraordinario de unificación de jurisprudencia y el mecanismo de extensión de las 

sentencias de unificación del Consejo de Estado.  

 

2.3. En relación con el Decreto 131 de 1985 existe Omisión Legislativa 

 

En sentencia C-584 de 2015 (i) “que exista una norma sobre la cual se predique 

necesariamente el cargo”; (ii) que el precepto demandado “excluya de sus consecuencias 

jurídicas aquellos casos que, por ser asimilables, tenían que estar contenidos en el texto 
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normativo cuestionado, o que el precepto omita incluir un ingrediente o condición que, de 

acuerdo con la Constitución, resulta esencial para armonizar el texto legal con los mandatos 

de la Carta”; (iii) “que la exclusión de los casos o ingredientes carezca de un principio de 

razón suficiente”; (iv) “que la falta de justificación y objetividad genere para los casos 

excluidos de la regulación legal una desigualdad negativa frente a los que se encuentran 

amparados por las consecuencias de la norma”; (v) que “la omisión sea el resultado del 

incumplimiento de un deber específico impuesto por el constituyente al legislador”. 

(Negrilla fuera de texto). 

 

Véanse los criterios orientadores del Consejo de Estado. Sala de lo Contencioso 

Administrativo. Sección Segunda. Subsección A. Consejero Ponente: William Hernández 

Gómez. Bogotá D.C., 16 de marzo de 2017. “De esta manera, se constituyó para los 

soldados voluntarios que posteriormente fueron incorporados como profesionales, una 

suerte de régimen de transición tácito en materia salarial, en virtud del cual, pese a 

aplicárseles íntegramente el nuevo estatuto de personal de los soldados profesionales, en 

materia salarial conservarían el monto de su sueldo básico que les fue determinado por el 

artículo 4º de la Ley 131 de 1985, es decir, un salario mínimo legal vigente aumentado en 

un 60%”. 

(….) “En armonía con lo expuesto, para la Sala no es de recibo la interpretación que 

sobre el  particular realiza la parte demandada, según la cual, los referidos Soldados 

profesionales,   antes voluntarios, no tienen derecho a percibir un sueldo básico 

equivalente a un salario mínimo incrementado en un 60%, dado que a su juicio, al 

vincularse a la planta de personal de las Fuerzas Militares como soldados profesionales, 

se les aplica íntegramente el régimen propio de estos últimos” 

 

Conforme la sentencia de unificación jurisprudencial citada, la interpretación adecuada  

del artículo 1.º del Decreto Reglamentario 1794 de 2000 consiste en que los soldados 

voluntarios que luego fueron incorporados como profesionales, tienen derecho a percibir 

una asignación salarial equivalente a un salario mínimo legal aumentado en un 60%”. 
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2.4. El CPACA plasma el precedente judicial en la justicia Contenciosa 

Administrativa. 

 

2.4.1. Antecedentes 

 

La Ley 1437 de 2011, “por el cual se expide el Código de Procedimiento Administrativo 

y de lo Contencioso Administrativo” en adelante CPACA, constituye el cuarto código en 

materia administrativa.  

 

Una de las primeras regulaciones fue la Ley 130 de 1913, relacionada únicamente con la 

administración de justicia, posteriormente la Ley 167 de 1941 “Sobre organización de la 

Jurisdicción Contencioso – Administrativo” en la que se regula por primera vez el 

procedimiento administrativo colombiano. La ley 58 del 1982 concedió facultades 

extraordinarias al presidente de la república para reformar el Código Administrativo y 

regular el procedimiento administrativo. En este sentido con fundamento en el artículo 11 

de la mencionada ley, el gobierno expide el Decreto Ley 01 de 1984, cuyos preceptos eran 

aplicables a falta de otra disposición especial por lo organismos del estado o por lo 

particulares que cumplieran funciones públicas. De esta manera, “por primera vez, 

Colombia contó con un procedimiento administrativo regulad conforme con los límites de 

la habilitación especial que el Congreso de la República le otorgó al gobierno nacional, el 

cual es aplicable cuando no existan disposiciones especiales, y buscando encausar las 

principales relaciones jurídicas que surgieran entre la administración y el ciudadano” 

(Araujo Oñate, 2012, pág. 400) 

 

Teniendo en cuenta que el Decreto – Ley 01 de 1984 fue redactado en el marco de la 

Constitución de 1886, concebida en una forma de estado diferente y en otra realidad socio 

jurídica, tal como lo menciona la exposición de motivos del proyecto de ley que se radicó 

en el Congreso de la República , “Para entender las razones de una reforma a dicho texto, y 

el por qué se considera que las instituciones jurídicas allí contenidas han perdido la eficacia 
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que otrora tuvieron, tanto para la administración pública como para la Jurisdicción 

Contencioso Administrativa, es necesario revisar, aunque sea en forma sucinta, las 

transformaciones más relevantes ocurridas en los últimos 25 años en el entorno 

internacional y nacional, y su impacto sobre la normatividad que hoy por hoy se pretende 

reformar” (Exposición de motivos al Proyecto de Ley 198 de 2010 Senado – 315 de 2010 

Cámara "Por la cual se expide el Código de Procedimiento administrativo y de lo 

contencioso administrativo", 2009). Entre los cambios más importantes están: el fenómeno 

de la globalización con la tendencia a la unificación del derecho, los cambios producidos en 

nuestro ordenamiento constitucional, y la congestión judicial entre otros, los cuales se 

estudiarán someramente para comprender el contexto de la reforma. 

 

Como se indicó anteriormente el antiguo código se concibió en el marco de la 

constitución de 1886, “bajo una concepción de Estado de Derecho liberal, individualista y 

con marcada influencia organicista, a los mandatos la Constitución Política de 1991, 

concebida bajo un modelo de Estado Social de Derecho, que tiene por centro la persona y la 

defensa de sus derechos (Namén Vargas, 2013, pág. 109). De esta manera el texto 

constitucional de 1991, diseñó un nuevo modelo de administración pública que introduce 

una nueva visión del estado y su relación con el ciudadano dando prioridad a la dignidad 

humana y a la garantía de los derechos fundamentales. Por este motivo, el código que rige 

la jurisdicción contencioso administrativa, debía adaptarse a los cambios, modernizarse y 

fortalecerse. Acompañado a lo anterior, la carta de 1991 introduce importantes cambios en 

la forma de pensar y de actuar de los jueces, “quienes no pueden continuar limitado su 

trabajo a la defensa objetiva de la legalidad, sino que deben orientar sus poderes, ahora 

ampliados, y su ámbito de acción hacia la defensa de dichos principios y finalidades” 

(Arboleda Perdomo, 2012, pág. xxviii). El texto de la Constitución con su nuevo carácter 

normativo, y no únicamente axiológico como en el pasado, acompañado a las 

interpretaciones jurisprudenciales de la Corte Constitucional, se convierten en fuente 

esencial para la aplicación de las normas por los administradores y operadores judiciales. 

 

Pero tal vez, el motivo principal para la modificación del Código Contencioso 
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Administrativo fue la congestión judicial en la Jurisdicción, siendo el centro de diferentes 

investigaciones
7 en los últimos años, donde se han reconocido ampliamente causas que 

indicaban la necesidad de tomar una medida de base. “La congestión se presenta porque los 

despachos judiciales producen una cantidad inferior de egresos a los ingresos que reciben 

en un periodo de tiempo, lo cual hace que cada vez su carga sea mayor frente al inventario 

del inicio del respectivo periodo y que como consecuencia la duración de los procesos 

progresivamente se incremente” (Restrepo Medina, 2010) . La congestión es enemiga de la 

pronta y atenta justicia, con ella se vulneran los diferentes derechos de los ciudadanos y por 

tanto en contravía de los principios de la dinamismo de la administrativa. 

 

Por lo anterior, el Consejo de Estado, para los  años 2006 y 2007, inició una deliberación 

para “repensar la jurisdicción contencioso administrativa”
8
, para lo cual mediante el 

Decreto 4820 del 14 de diciembre de 2007, se convino con el Gobierno implantar una 

“Comisión de Reforma a la Jurisdicción Contencioso Administrativa”. La Comisión 

“auspició una participación amplia de todos los servidores judiciales de la jurisdicción, de 

los representantes de los demás poderes públicos, incluidos los órganos de control, y de los 

académicos y estudiosos de esta área del derecho, todos los cuales debatieron las iniciativas 

presentadas en las mesas de trabajo y en los paneles realizados a lo largo y ancho del país y, 

en especial, en los encuentros anuales de la jurisdicción contenciosa administrativa” 

(Duque Ayala & Martínez Cruz, 2011, pág. 70) 

                                                 

7
 Ballén Molina, Rafael. Principales causas de la congestión Contencioso Administrativa en Colombia. 

Ibáñez, Bogotá, 2007. (Ballén Molina, 2007). Restrepo Medina, Manuel Alberto. Dimensión de la congestión 

en la jurisdicción administrativa. Editorial Universidad del Rosario, Bogotá, 2009. (Restrepo Medina , 2009). 

Younes Moreno, Diego. Vía gubernativa –conciliación– arbitramento. Una compilación temática y jurídica 

para la descongestión en lo contencioso administrativo. Colección Reformas en la Rama Judicial. Tomo V. 

GTZ, Legis, Bogotá, 2008; (Younes Moreno, 2008) 

8
 Expresión utilizada con frecuencia durante el proceso de elaboración de la reforma, utilizada por el Ex 

Presidente Gustavo Aponte Santos, para dar apertura al instalar la Comisión para la reforma a la Jurisdicción 

Contencioso administrativa. 
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Una vez, exhibidas las reflexiones y allegadas las opiniones de los diferentes actores, el 

Consejo de Estado, e conjunto con el Ministerio de Interior y de Justicia, radicaron ante el 

Congreso de la República en noviembre de 2009 el Proyecto de Ley 198 de 2010 Senado – 

315 de 2010 Cámara "Por la cual se expide el Código de Procedimiento administrativo y de 

lo contencioso administrativo". En definitiva fue sancionado por el Presidente de la 

República el 18 de enero de 2011, entrando en vigencia el 2 de julio de 2012. 

 

La Ley 1437 de 2011, es el nuevo Código de Procedimiento Administrativo y de 

Procedimiento Contencioso Administrativo, de ahora en adelante CPACA, como se 

evidenció anteriormente, “este nuevo texto es el resultado de un esfuerzo mancomunado de 

las tres ramas del poder público, bajo el liderazgo del Consejo de Estado (Duque Ayala & 

Martínez Cruz, 2011, pág. 70). La nueva normativa introduce, sin lugar a una reforma 

transcendental, pues responde al espíritu renovador de la Constitución Política de 1991, 

donde se resalta el papel fundamental de la administración en la protección de los derechos 

de las personas. 

 

Una vez estudiados y analizado los antecedentes del nuevo Código, se entra a estudiar 

las normas que desarrollan y materializa el precedente jurisprudencial, para entrar a 

profundizar la Sentencia del Consejo de Estado proferida el 25 de Agosto del 2016 y que 

determino una línea en el tema prestacional para los soldados voluntarios que 

posteriormente pasaron a ser soldados profesionales y unifico criterio para de esta forma 

poder unificar salario y no se violara el derecho a la igualdad entre los militares 

denominados soldados profesionales. 

 

Se hará referencia a las sentencias de unificación de jurisprudencia y el recurso 

extraordinario de unificación de jurisprudencia consagrado en los artículos 256 a 268 del 

CPACA y el mecanismo de extensión de las sentencias de unificación del Consejo de 

Estado, artículos 269 a 271 en concordancia con los artículos 10 y 102 del mismo Código, 

en razón que son en estos mecanismos los que le dan al precedente judicial las herramientas 
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para su consolidación en nuestra tradición jurídica. “Pero es la Ley 1437 de 2011, la que se 

despacha a favor del precedente obligatorio” (Tamayo Jaramillo & Jaramillo, 2012, pág. 

161), acogiendo el nombre de sentencias de unificación. 

 

2.4.2. Las sentencias de Unificación Jurisprudencial 

 

Dentro de la Comisión de reforma al Código, con el fin de evitar las confusiones de los 

términos utilizados por la Corte Constitucional como lo son jurisprudencia y línea 

jurisprudencial, se debía crear un nuevo término, “con el fin de definir como orientadoras 

de las decisiones administrativas y judiciales algunas sentencias expedidas por el Consejo 

de Estado que tuvieran el mérito suficiente para que su interpretación del derecho 

preexistente fuera obligatoria para la Administración y los jueces”. (Arboleda Perdomo, 

2012, pág. 405). Para lo cual se definió en el artículo 270 del CPACA: 

 

“Sentencias de unificación jurisprudencial. Para los efectos de este Código se tendrán 

como sentencias de unificación jurisprudencial las que profiera o haya proferido el Consejo 

de Estado por importancia jurídica o trascendencia económica o social o por necesidad de 

unificar o sentar jurisprudencia; las proferidas al decidir los recursos extraordinarios y las 

relativas al mecanismo eventual de revisión previsto en el artículo 36A de la Ley 270 de 

1996, adicionado por el artículo 11 de la Ley 1285 de 2009.” 

 

Por lo anterior, se puede desplegar que el legislador estableció una nueva categoría de 

sentencias “las sentencias de unificación jurisprudencial”, inexistentes en el Decreto 01 de 

1984, antiguo Código Contencioso Administrativo. Donde el Consejo de Estado, en la cual 

la Sala plena de lo Contencioso Administrativo, podía unificar juicios por trascendencia 

social, posibilidad prevista en el artículo 97 del Decreto 01 de 1984. 

 

Las sentencias de unificación están orientadas a idear la unidad de la interpretación del 

ordenamiento, con la cual se aspira evitar situaciones contrarias en relación de un mismo 

problema jurídico al interior de la Jurisdicción, del Consejo de Estado entre las diferentes 
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secciones e incluso, al interior de una sección como se ha visto en el presente caso, y 

notoriamente en los tribunales administrativos de Cundinamarca, quienes se encontraban 

las posiciones divididas como ha ocurrido en el pasado y se viene presentando en un 

presente en las diferentes secciones del Consejo de Estado. Artículo declarado exequible 

por la Corte Constitucional, mediante Sentencia C-588 de 2012, que se analizará 

posteriormente con el mecanismo de extensión de jurisprudencia. 

 

Capítulo 3:  

Línea Jurisprudencial de los Soldados voluntarios bajo la ley 131 de 1985 frente a los 

Soldados Profesionales bajo la ley 1794 del 2000 

 

3.1 Argumentos jurídicos y desarrollo Jurisprudencial 

 

En la sentencia SU 85001333300220130006001 del 25 de agosto de 2016, donde se 

determinó el régimen aplicable para los soldados voluntarios que posteriormente pasaron a 

soldados profesionales en el año 2003. 

 

Para determinar una línea jurisprudencial se hizo necesario realizar un inventario de 

sentencias en donde se desechó aquellas sentencias que no tenían relación directa con el 

problema jurídico, bajo estudio sentencia SU 85001333300220130006001 del 25 de agosto 

de 2016, una vez se profirió para el día 14 de agosto de 2017, se habían proferido 1626 

fallos. 

 

El Consejo de Estado resolvió el conflicto en el régimen prestacional que surgió de los 

soldados voluntarios bajo la ley 131 de 1985 y los soldados profesionales creados mediante 

la Ley 1794 del 2000, al presentarse una diferencia salarial que correspondía al 20%. 

 

En las gráficas que se muestran a continuación refleja que no existe una notoria 

diferencia entre las sentencias proferidas en juzgados y tribunales antes de que el Consejo 

de Estado emitiera la sentencia de unificación. (ver cuadro anexo). 



 25 
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Ilustración 1. Antes de la sentencia de unificación.  

 

Fuente: “sistema único de gestión e información litigiosa del Estado” 

 

 

Ilustración 2. Sentencia de Unificación 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

Fuente: “sistema único de gestión e información litigiosa del Estado” 

 

 

 

 

 

 

 

Antes de la sentencia de unificación 

2015 

ARAUCA

ARMENIA

BARRANCABERMEJA

BARRANQUILLA

BOGOTA

BUCARAMANGA
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Después de la Sentencia de Unificación  

2017 

ARAUCA

ARMENIA

BARRANCABERMEJA

BARRANQUILLA

BOGOTA

BUCARAMANGA

BUENAVENTURA

 

Ilustración 3. Después de la Sentencia de Unificación. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

Fuente: “sistema único de gestión e información litigiosa del Estado” 

 

Las sentencias de unificación y el mecanismo de extensión de jurisprudencia son una 

manifestación del precedente judicial, en el entendido que busca que las sentencias de 

unificación sienten una regla para ser seguida tanto por la administración como por los 

otros jueces, sin embargo, sólo se sabrá si son instrumentos que de verdad favorecen la 

seguridad jurídica cuando su implementación esté un poco más avanzada. Pero es claro que 

lograr su utilización facilitará la descongestión judicial, pues permitirá evacuar una gran 

cantidad de causas de reclamación ante la Administración con idéntica situación fáctica y 

jurídica a partir de lo resuelto en las sentencias de unificación jurisprudencial sin necesidad 

de acudir a que el juez administrativo las resuelva. 
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TOTAL 

2015   2016   2017 

DESFAVORABLE FAVORABLE   DESFAVORABLE FAVORABLE   DESFAVORABLE FAVORABLE 

699 7   2298 18   606 7 

 

Ilustración 4. Sentencias año 2015 

 

Fuente: “sistema único de gestión e información litigiosa del Estado” 

 

Ilustración 5. Sentencias año 2016. 

 

Fuente: “sistema único de gestión e información litigiosa del Estado” 

 

2015 DESFAVORABLE

2015 FAVORABLE
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Ilustración 6. Sentencias año 2017, 

 

Fuente: “sistema único de gestión e información litigiosa del Estado” 

 

Ilustración 7. Sentencias años 2015-2016-2017. 

 

Fuente: “sistema único de gestión e información litigiosa del Estado” 

 

 

DESFAVORABLE

FAVORABLE

TOTAL 2015 DESFAVORABLE

TOTAL 2015 FAVORABLE

TOTAL 2016 DESFAVORABLE

TOTAL 2016 FAVORABLE

TOTAL 2017 DESFAVORABLE

TOTAL 2017 FAVORABLE
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Del cuadro anterior, se puede identificar que una vez se profirió fallo de unificación se 

presentar fallos favorables a la entidad, y una vez estudiadas se logró determinar que fueron 

contrarios por solicitar reajustes de salario del 20%, y no lo realizaron dentro de los cuatro 

meses, presentándose la excepción de caducidad. 

 

A partir de la Ley 131 de 1985, se permitió a quienes hubiesen prestado el servicio 

militar obligatorio continuar vinculados bajo la modalidad de soldados voluntarios, 

devengando una “bonificación mensual” equivalente al salario mínimo legal vigente 

incrementado en un 60%. 

 

Una vez establecida la carrera del soldado profesional por el Decreto Ley 1793 de 2000, 

dicho estatuto previó en sus artículos 3, 4 y 5 que a este nuevo régimen podían ingresar: i) 

quienes reunieran, entre otros, los requisitos mínimos de ser colombiano, soltero, sin hijos, 

mayor de 18 y menor de 24 años, acreditar 5º grado de educación básica, ser reservista y 

tener aptitud psicofísica para recibir entrenamiento especial; y ii) los soldados voluntarios 

creados por la Ley 131 de 1985. Para el personal de soldados profesionales fue establecido 

por el Gobierno Nacional en el Decreto Reglamentario 1794 de 2000, su régimen salarial y 

prestacional, cuyo artículo 1º señala lo siguiente: 

 

“Artículo 1. Asignación salarial mensual. Los soldados profesionales que se vinculen a 

las Fuerzas Militares devengarán 1 salario mensual equivalente al salario mínimo legal 

vigente, incrementado en un 40% del mismo salario. 

 

Sin perjuicio de lo dispuesto en el parágrafo del artículo siguiente, quienes al 31 de 

diciembre del año 2000 se encontraban como soldados de acuerdo con la Ley 131 de 1985, 

devengarán un salario mínimo legal vigente incrementado en un 60%. (Subraya la Sala) 

 

Conforme con el inciso 1º de la norma, los soldados profesionales que se vincularan a 

las Fuerzas Militares, a partir de su vigencia, devengarían un sueldo equivalente al mínimo 

legal vigente incrementado en un 40%, mientras que de acuerdo con el inciso 2º, quienes a 
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31 de diciembre de 2000 se encontraran como soldados voluntarios de acuerdo con la Ley 

131 de 1985
9
, percibirán un salario mínimo legal vigente incrementado en un 60%. 

 

Ahora bien, las polémicas jurídicas que motivan la sentencia de unificación se 

produjeron por el hecho de que el Ministerio de Defensa Nacional, luego de proceder a 

incorporar masivamente a los soldados voluntarios al régimen de carrera de los soldados 

profesionales, a los cuales se les ha venido cancelando un salario equivalente a un mínimo 

mensual legal incrementado en un 40%, mediante las Órdenes Administrativas de Personal 

No. 1241 de 20 de enero de 2001 y 1175 de 20 de octubre de 2003, argumentando las 

siguientes razones: 

 

Quienes venían siendo soldados voluntarios, percibían un ingreso mensual 

correspondiente a un salario mínimo mensual legal vigente incrementado en un 60%. A 

partir de la incorporación de que fueron objeto los soldados voluntarios, haciendo parte de 

un nuevo estatuto salarial y prestacional, se les “redujo” su ingreso mensual en un 20% 

(aparentemente puesto que, a partir de este momento empezaron a recibir otros conceptos y 

beneficios constitutivo de salarios), lo cual vino a generar dudas e inconformidades por 

parte de este grupo de soldados, pues no entendían que una cosa era la bonificación que 

ellos recibían de manera mensual, y otra muy distinta el percibimiento de salario y 

prestaciones sociales que contemplaba el nuevo régimen , ya que únicamente se detuvieron 

en el concepto de “equivalente a un salario mensual incrementado en un 40% adicional”, 

sin observa que a partir de este cambio de régimen  se les empezó a pagar los diferentes 

emolumentos prestacionales, como son: el subsidio de vivienda, subsidio familiar, primas, 

cesantías, primas de vacaciones, navidad, prima de antigüedad y orden público, estas no las 

devengaban, por lo que el 20% adicional que reclaman, lo reciben redistribuido en las 

mencionadas prestaciones. 

 

3.2. Aplicación del Régimen  

                                                 

9
 Por la cual se dictan normas sobre servicio militar voluntario. 
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El Consejo de Estado entro a estudiar si la aplicación integral del régimen de carrera de 

los soldados profesionales contenido en el Decreto 1794 de 2000
10

, a quienes venían como 

voluntarios, implica que el salario básico de estos últimos se rige por el estatuto de los 

uniformados profesionales, caso en el cual, tendrían derecho a devengar un salario mínimo 

incrementado en un 40% como lo señala el inciso 1º del artículo 1º del mencionado decreto; 

o si por el contrario, en esta materia el Decreto Reglamentario 1794 de 2000
11

 les consagró 

a los soldados voluntarios, hoy profesionales, un régimen de transición, en virtud del cual, 

conservan como salario básico, el monto que les definió la Ley 131 de 1985
12

, evento en el 

que su sueldo básico sería el señalado por el inciso 2º de la norma en cita, es decir, un 

salario mínimo incrementado en un 60%.” 

 

3.3. Características del régimen  salarial y prestacional de los soldados voluntarios y 

soldados profesionales 

 

El legislador, a través del artículo 1º de la Ley 131 de 1985
13

,  permitió la posibilidad de 

que quienes hubieren prestado su servicio militar obligatorio, declarasen su deseo de 

continuar vinculados a la Fuerza Pública, bajo la modalidad del soldado voluntario. Sobre 

el particular, los artículos 1º, 2º y 3º de la norma en cita, señalaban: 

 

“Artículo 1. Sin perjuicio de las disposiciones vigentes que regulan el servicio militar 

obligatorio, el Gobierno podrá establecer el servicio militar voluntario dentro de los 

términos de esta Ley. 

 

Artículo 2. Podrán prestar el servicio militar voluntario quienes, habiendo prestado el 

servicio militar obligatorio, manifiesten ese deseo al respectivo Comandante de Fuerza y 

                                                 

10
 Ib. 

11
 Ib. 

12
 Por la cual se dictan normas sobre servicio militar voluntario. 

13
 Ib. 
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sean aceptados por él. Las autoridades militares podrán organizar otras modalidades de 

servicio militar voluntario, cuando las circunstancias lo permitan. 

 

Parágrafo 1. El servicio militar voluntario, se prestará por un lapso no menor de 12 

meses. 

Parágrafo 2. La Planta de Personal de soldados que preste el servicio militar 

voluntario será establecida por el Gobierno. 

 

Artículo 3. Las personas a que se refiere el artículo 2º de la presente Ley, quedarán 

sujetas, a partir de su vinculación como soldados voluntarios, al Código de Justicia Penal 

Militar, al Reglamento de Régimen Disciplinario, al Régimen Prestacional y a las normas 

relativas a la capacidad psicofísica, incapacidades, invalideces e indemnizaciones para los 

soldados de las Fuerzas Militares y los reglamentos especiales que se expidan para el 

desarrollo de esta Ley.” 

 

Según las normas anteriormente transcritas, para aquellos que hubieran prestado el 

servicio militar obligatorio, si así lo solicitaran al respectivo Comandante de Fuerza y este 

lo consentía, podían continuar vinculados a las Fuerza Pública,  como soldados voluntarios. 

 

La situación prestacional y salarial de los soldaos voluntarios, de acuerdo a la Ley 131 

de 1985 en sus artículos 4º, 5º y 6º 
14

, dispusieron lo siguiente: 

 

“Artículo 4. El que preste el servicio militar voluntario devengará una bonificación 

mensual equivalente al salario mínimo legal vigente, incrementada en un 60% del 

mismo salario, el cual no podrá sobrepasar los haberes correspondientes a un Cabo 

Segundo, Marinero o Suboficial Técnico Cuarto. 

Artículo 5. El soldado voluntario que estuviere en servicio durante un año, tiene 

derecho a percibir una bonificación de navidad equivalente a la recibida en el mes de 

                                                 

14
 Por la cual se dictan normas sobre servicio militar voluntario. 
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noviembre del respectivo año. 

Parágrafo. Cuando el soldado voluntario no hubiere servido un año completo, tiene 

derecho al reconocimiento de la bonificación de navidad a razón de una doceava parte 

(1/12), por cada mes completo de servicio. 

Artículo 6. El soldado voluntario que sea dado de baja, tiene derecho a que el Tesoro 

Público le pague por una sola vez, una suma equivalente a un mes de bonificación por 

cada año de servicio prestado en dicha calidad y proporcionalmente por las fracciones 

de meses a que hubiere lugar.” 

 

De acuerdo con las normas anteriormente transcritas, los soldados voluntarios eran 

remunerados con una “bonificación mensual equivalente al salario mínimo legal vigente, 

incrementada en un 60% del mismo salario”. De igual forma, percibir una “bonificación 

de navidad” igual a la cuantía recibida como bonificación mensual “en el mes de 

noviembre del respectivo año”. Y al cumplir con el tiempo de servicio  se daban de baja, 

haciéndose acreedores a una suma igual a “un mes de bonificación por cada año de 

servicios y proporcionalmente por las fracciones de meses a que hubiere lugar”. 

 

Para mejor claridad se realiza la siguiente grafica para soldados, en vigencia de la Ley 

131 de 1985
15

, para tener mayor claridad: 

 

Tabla 1. Situación salarial y prestacional de los soldados voluntarios. 

SITUACIÓN SALARIAL Y PRESTACIONAL DE LOS SOLDADOS 

VOLUNTARIOS EN VIGENCIA DE LA LEY 131 DE 1985 

Prestación social o salarial a 

la que tenían derecho 

Monto 

Bonificación mensual Igual a un salario mínimo legal vigente 

incrementada en un 60% 

                                                 

15
 Por la cual se dictan normas sobre servicio militar voluntario. 
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Bonificación de navidad Igual a la cuantía recibida como bonificación 

mensual en el mes de noviembre del respectivo año  

Bonificación al ser dado de 

baja (retirado) 

Igual a un mes de bonificación por cada año de 

servicios 

Fuente: Análisis realizado por la Defensa del Grupo Contencioso Constitucional 

 

Obteniendo mayor claridad sobre las características del régimen salarial y prestacional 

de los soldados voluntarios, interpretado en la Ley 131 de 1985
16

, se pasa a analizar las 

mismas características contempladas para el régimen de carrera en los soldados 

profesionales. 

 

3.4. Régimen de carrera de los soldados profesionales 

 

En la Ley 578 de 2000
17

 facultan al Presidente de la República en forma extraordinaria 

por el término de 6 meses, para que expida normas referentes a las Fuerzas Militares y la 

Policía Nacional, entre ellas todo lo relativo al régimen de carrera para los soldados 

profesionales, en los siguientes términos: 

 

“Artículo 1º.- <El aparte tachado fue declarado inexequible por la Corte Constitucional 

mediante la sentencia C-1493 de 2000>. De conformidad con el numeral 10 del 

artículo 150 de la Constitución Política, revístese al Presidente de la República de precisas 

facultades extraordinarias, hasta por el término de 6 meses, contados a partir de la 

promulgación de la presente ley, para expedir las normas de carrera, los reglamentos de 

régimen disciplinario y de evaluación de los oficiales y suboficiales de las Fuerzas 

Militares; el reglamento de aptitud psicofísica, incapacidades, invalideces e 

indemnizaciones de las Fuerzas Militares y de la Policía Nacional y el régimen de carrera 

                                                 

16
 Ib. 

17
 Por medio de la cual se reviste al Presidente de la República de facultades extraordinarias para expedir 

normas relacionadas con las fuerzas militares y de policía nacional. 
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y/o estatuto del soldado profesional así como el reglamento de disciplina y ética para la 

Policía Nacional, el reglamento de evaluación y clasificación para el personal de la 

Policía Nacional, las normas de carrera del personal de oficial y suboficiales de la Policía 

Nacional, las normas de carrera profesional del nivel ejecutivo de la Policía Nacional, los 

estatutos del personal civil del Ministerio de Defensa y la Policía Nacional; la estructura 

del sistema de salud de las Fuerzas Militares y de la Policía Nacional y se dictan otras 

disposiciones.” (Subraya la Sala). 

 

Por lo anterior se facultad al Presidente de la República quien expidió el Decreto Ley 

1793 de 2000 “por el cual se adopta el Régimen de Carrera y el Estatuto de Personal de 

Soldados Profesionales de las Fuerzas Militares”, cuyo artículo 1º definió la calidad de 

soldado profesional en los siguientes términos: 

 

“Artículo 1. Soldados profesionales. Los soldados profesionales son los varones 

entrenados y capacitados con la finalidad principal de actuar en las unidades de combate y 

apoyo de combate de las Fuerzas Militares, en la ejecución de operaciones militares, para 

la conservación, restablecimiento del orden público y demás misiones que le sean 

asignadas.” 

 

Y en lo referente con la incorporación de los soldados profesionales, los artículos 3º, 4º y 

5º del Decreto Ley 1793 de 2000
18

, contempla lo siguiente: 

 

“Artículo 3. Incorporación. La incorporación de los soldados profesionales a las 

Fuerzas Militares de Colombia, se hará mediante nombramiento por orden de personal de 

los respectivos Comandos de la Fuerza, atendiendo a las necesidades de la fuerzas y a la 

planta de personal que haya sido aprobada por el Gobierno Nacional. 

 

                                                 

18
 Por el cual se adopta el Régimen de Carrera y el Estatuto de Personal de Soldados Profesionales de las 

Fuerzas Militares. 
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Artículo 4. Requisitos para la incorporación. Son requisitos mínimos para ser 

incorporado como soldado profesional: 

a) Ser colombiano. 

b) Inscribirse en el respectivo Distrito Militar. 

c) Ser soltero, sin hijos y no tener unión marital de hecho. 

d) Ser mayor de 18 años y menor de 24 años. 

e) Acreditar quinto grado de educación básica o en su defecto presentar ante el 

Comando de la Fuerza un examen de conocimientos básicos. 

f) Ser reservista de primera clase de contingente anterior o último contingente y 

presentar certificado de buena conducta expedido por el Comandante de la Unidad a la 

cual perteneció; o ser reservista de primera clase de contingentes anteriores a los dos 

últimos o de segunda o tercera clase que se encuentre en condiciones de recibir un 

entrenamiento especial. 

g) Reunir las condiciones psicofísicas de acuerdo con las disposiciones legales vigentes 

para el personal de las Fuerzas Militares. 

 

Artículo 5. Selección. Los aspirantes que cumplan con las condiciones establecidas en 

el artículo anterior, se someterán a un proceso de selección previa realizado por un comité 

multidisciplinario, el cual será nombrado por el Director de Reclutamiento de cada 

Fuerza. 

 

En la selección a que se refiere el presente artículo, tendrán prelación los reservistas de 

primera clase a los cuales se refiere el literal f) del artículo anterior. 

 

Parágrafo. Los soldados vinculados mediante la Ley 131 de 1985 con anterioridad al 

31 de diciembre de 2000, que expresen su intención de incorporarse como soldados 

profesionales y sean aprobados por los Comandantes de Fuerza, serán incorporados el 1 

de enero de 2001, con la antigüedad que certifique cada fuerza expresada en número de 

meses. A estos soldados les será aplicable íntegramente lo dispuesto en este decreto, 

respetando el porcentaje de la prima de antigüedad que tuviere al momento de la 
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incorporación al nuevo régimen.” (Subraya la Sala). 

 

Conforme con las disposiciones anteriormente trascritas, además de los que 

incorporaban por primera vez, podían ser enlistados como soldados profesionales, los 

soldados que venían vinculados bajo la Ley 131 de 1985
19

 con anterioridad a 31 de 

diciembre de 2000, esto es, los soldados voluntarios; los cuales debían manifestar la 

intención de vincularse como soldados profesionales a los comandantes de cada una de las 

fuerzas y este a su vez realizar la respectiva aprobación. 

 

Por lo anterior, se presenta una división entre soldados profesionales que se incorporaron 

por primera vez y los que se encontraban como soldados voluntarios posteriormente 

vinculados como profesionales, es aceptada por el mismo Decreto Ley 1793 de 2000
20

, 

cuando en su artículo 42 señala: 

 

“Artículo 42. Ámbito de aplicación. El presente decreto se aplicará tanto a los soldados 

voluntarios que se incorporaron de conformidad con lo establecido por la Ley 131 de 

1985, como a los nuevos soldados profesionales.” (Subraya la Sala). 

 

A continuación se realiza un cuadro comparativo entre los soldados voluntarios que 

posteriormente pasaron a ser soldados profesionales: 

 

Tabla 2. Parangón  entre los soldados profesionales incorporados por primera vez y los que 

venían de ser soldados voluntarios, en cuanto a los requisitos de ingreso. 

 

PARANGÓN  ENTRE LOS SOLDADOS PROFESIONALES QUE FUERON 

INCORPORADOS POR PRIMERA VEZ A LA FUERZAS MILITARES Y LOS QUE VENÍAN DE 

SER SOLDADOS VOLUNTARIOS, EN CUANTO A LOS REQUISITOS DE INGRESO 

                                                 

19
 Por la cual se dictan normas sobre servicio militar voluntario. 

20
 Por el cual se adopta el Régimen de Carrera y el Estatuto de Personal de Soldados Profesionales de las 

Fuerzas Militares. 
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CATEGORÍA REQUISITOS DE INGRESO 

 

 

 

Soldados profesionales que 

venían como voluntarios 

Estar vinculados antes del 31 de diciembre de 2000, en 

los términos señalados en la Ley 131 de 1985, esto es, 

como soldados voluntarios. 

Expresar a los Comandantes de Fuerza, su intención de 

incorporarse como soldados profesionales. 

Obtener del respectivo Comandante de Fuerza la 

aprobación para incorporarse como soldados 

profesionales.  

 

 

 

 

 

Soldados profesionales que 

ingresaron por primera vez a la 

Fuerza Pública luego de la 

creación del régimen de carrera 

del soldado profesional, en el 

Decreto Ley 1793 de 2000 

 

Ser colombiano. 

Inscribirse en el respectivo Distrito Militar. 

Ser soltero, sin hijos y no tener unión marital de hecho. 

Ser mayor de 18 años y menor de 24 años. 

Acreditar quinto grado de educación básica o en su 

defecto presentar ante el Comando de la Fuerza un 

examen de conocimientos básicos. 

Ser reservista de primera clase de contingente anterior 

o último contingente y presentar certificado de buena 

conducta expedido por el Comandante de la Unidad a 

la cual perteneció; o ser reservista de primera clase de 

contingentes anteriores a los dos últimos o de segunda 

o tercera clase que se encuentre en condiciones de 

recibir un entrenamiento especial. 

Reunir las condiciones psicofísicas de acuerdo con las 

disposiciones legales vigentes para el personal de las 

Fuerzas Militares. 

 

Fuente: Análisis realizado por la Defensa del Grupo Contencioso Constitucional 
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Las incorporaciones de los soldados voluntarios al  régimen de carrera del soldado 

profesional creado en el Decreto Ley 1793 de 2000
21

, se realizó de manera generalizada 

bajo las Órdenes Administrativas de Personal números 1241 de 20 de enero de 2001 y 1175 

de 20 de octubre de 2003
22

, por medio de las cuales se dispuso por parte del Ministerio de 

Defensa Nacional el cambio de manera obligatoria de todos los soldados voluntarios a 

soldados profesionales. 

 

A continuación se realiza un parangón en donde  se refleja lo que devengaba un soldado 

voluntario y lo que paso a devengar como soldado profesional, en donde se puede deducir 

contrario a la sentencia de unificación del Consejo de Estado que nunca se presentó 

desmejoramiento ya que paso de una bonificación con una prima de antigüedad a devengar 

salario con todo es tema prestacional.  

 

Tabla 3. Liquidación del salario soldados profesionales frente a soldados voluntarios 

TIPO DE 

PRESTACIÓN 

SOLDADOS 

PROFESIONALES 

D.1793/00 y D.1794/00 

SOLDADOS 

VOLUNTARIOS 

Ley 131/85 y 

reglamentario 

SALARIO 1.4 SMLMV NO 

BONIFICACIÓN NO 1.6 SMLMV 

CESANTIAS SI (salario + P. antigüedad) No (solo una bonificación + 

c/año) 

PRIMA DE 

ANTIGUEDAD 

SI (Hasta 58.5 sobre salario 

max) 

SI (Hasta 58.5% max, sobre 

bonific) 

PRIMA DE SERVICIOS SI (50% salario + Prima No 

                                                 

21
 Por el cual se adopta el Régimen de Carrera y el Estatuto de Personal de Soldados Profesionales de las 

Fuerzas Militares. 

22
 Las cuales no fueron aportadas al expediente, pero que su contenido es enunciado de manera uniforme 

tanto en la demanda como en su contestación, sin que exista controversia sobre este aspecto. 
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Antig) 

PRIMA DE 

VACACIONES 

SI (50% sobre salario) NO 

PRIMA DE NAVIDAD SI (50% salario + Prima Ant No. Recibían una suma de 

dinero en el mes de diciembre, 

equivalente a la bonificación 

mensual.  

VACACIONES SI, 30 días NO 

VIVIENDA MILITAR SI (D.2192/04) NO 

SUBSIDIO FAMILIAR SI (4% Sobre salario + Prima 

de Antigüedad) 

NO 

03 MESES DE ALTA SI NO 

Fuente: Análisis realizado por la Defensa del Grupo Contencioso Constitucional entre el 

Decreto 1973 y 1794 de 2000 y Ley 131 de 1985 - reglamentario 

 

En conclusión de lo hasta ahora expuesto, a partir del Decreto Ley 1793 de 2000
23

,  pese 

a ostentar el mismo nivel de soldados profesionales, las normas analizadas distinguen en 

este género de soldados, dos categorías en virtud de las diferencias objetivas que tratan 

dichas normas en cuanto a su vinculación, esto es, la antigüedad de unos y las novedades de 

otros. 

 

3.5. Régimen salarial en el personal de soldados profesionales 

 

Lo referente al régimen prestacional y salarial de los soldados profesionales, el Decreto 

Ley 1793 de 2000
24

, en su artículo 38, facultó al Gobierno Nacional para la  expedición de 

la misma, en los siguientes términos: 

                                                 

23
 Por el cual se adopta el Régimen de Carrera y el Estatuto de Personal de Soldados Profesionales de las 

Fuerzas Militares. 

24
 Ib. 
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“Artículo 38. Régimen salarial y prestacional. El Gobierno Nacional expedirá los 

regímenes salarial y prestacional del soldado profesional, con base en lo dispuesto por la 

Ley 4 de 1992, sin desmejorar los derechos adquiridos.” 

 

Es del enfatizar, que la Ley 4ª de 1992
25

, a la cual debe acogerse  el Gobierno Nacional 

para expedir el régimen prestacional y salarial de los soldados profesionales, consagra el 

principio de respeto de los derechos adquiridos en su artículo 2º, literal a), en los siguientes 

términos: 

 

“Artículo 2.- Para la fijación del régimen salarial y prestacional de los servidores 

enumerados en el artículo anterior, el Gobierno Nacional tendrá en cuenta los siguientes 

objetivos y criterios: 

 

a. El respeto a los derechos adquiridos de los servidores del Estado tanto del régimen 

general, como de los regímenes especiales. En ningún caso podrán desmejorar sus salarios 

y prestaciones sociales;(…)” (Subraya la Sala). 

 

Teniendo en cuenta las normas mencionadas, el Gobierno Nacional procede a expedir el 

régimen salarial y prestacional para los Soldados Profesionales de las Fuerzas Militares, 

mediante el Decreto Reglamentario 1794 de 2000  cuyos artículos 1º y 2º precisaron las 

condiciones y el valor de la asignación salarial mensual que percibirían los soldados 

profesionales, tanto para los soldados que se incorporarían por primera vez, como los 

soldados voluntarios que pasaban a ser soldados profesionales. 

 

                                                 

25
 Mediante la cual se señalan las normas, objetivos y criterios que debe observar el Gobierno Nacional 

para la fijación del régimen salarial y prestacional de los empleados públicos, de los miembros del Congreso 

Nacional y de la Fuerza Pública y para la fijación de las prestaciones sociales de los Trabajadores Oficiales y 

se dictan otras disposiciones, de conformidad con lo establecido en el artículo 150, numeral 19, literales e) y 

f) de la Constitución Política. 
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Decreto Reglamentario 1794 de 2000: 

 

“Artículo 1. Asignación salarial mensual. Los soldados profesionales que se vinculen a 

las Fuerzas Militares devengarán 1 salario mensual equivalente al salario mínimo legal 

vigente, incrementado en un 40% del mismo salario. 

 

Sin perjuicio de lo dispuesto en el parágrafo del artículo siguiente, quienes al 31 de 

diciembre del año 2000 se encontraban como soldados de acuerdo con la Ley 131 de 1985, 

devengarán un salario mínimo legal vigente incrementado en un 60%. Subraya la Sala). 

 

Artículo 2. Prima de antigüedad. Cumplido el segundo año de servicio, el soldado 

profesional de las Fuerzas Militares tendrá derecho a una prima mensual de antigüedad 

equivalente al 6.5% de la asignación salarial mensual básica. Por cada año de servicio 

adicional, se reconocerá un 6.5% más, sin exceder del 58.5%. 

 

Parágrafo. Los soldados vinculados con anterioridad al 31 de diciembre de 2000, que 

expresen su intención de incorporarse como soldados profesionales y sean aprobados por 

los comandantes de fuerza, serán incorporados el 1 de enero de 2001, con la antigüedad 

que certifique cada fuerza, expresada en número de meses. A estos soldados les será 

aplicable íntegramente lo dispuesto en este decreto respetando el porcentaje de la prima de 

antigüedad que tuviere al momento de la incorporación al nuevo régimen.” 

 

El Decreto Reglamentario 1794 de 2000
26

 distinguen a los soldados profesionales, es 

decir, quienes se vincularon a partir del 31 de diciembre de 2000, tienen derecho a percibir 

mensualmente un salario mínimo, más un incremento en porcentaje igual al 40% y, para un 

segundo grupo, esto es, quienes venían como soldados voluntarios, se dispuso que los 

mismos percibirían  mensualmente un salario mínimo, más un incremento del 60% sobre el 

mismo salario. 

                                                 

26
 Ib. 
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En este sentido, con efecto unificador, que el Gobierno Nacional, al precisar el régimen 

salarial de los soldados profesionales en el Decreto Reglamentario 1794 de 2000
27

, en 

aplicación del principio de respeto por los derechos adquiridos, dispuso mantener, para 

aquellos que venían como soldados voluntarios, el monto del salario básico que devengaría 

en vigencia de la Ley 131 de 1985
28

, cuyo artículo 4º establecía, que estos últimos tenían 

derecho a recibir como sueldo, una “bonificación mensual equivalente al salario mínimo 

legal vigente, incrementado en un 60%”. 

 

De esta forma, se instituyó para los soldados voluntarios que posteriormente fueron 

vinculados como soldados profesionales, un beneficio de régimen de transición tácito en el 

tema salarial, en virtud del cual, pese a aplicárseles completamente el nuevo estatuto de 

personal de los soldados profesionales, en materia salarial se mantendría el valor de su 

sueldo básico que les fue determinado por el artículo 4º de la Ley 131 de 1985
29

, esto es, un 

salario mínimo legal vigente aumentado en un 40%. 

 

Se entra a analizar si existe realmente un desmejoramiento en el tema salarial en los 

soldados profesionales, antes de voluntarios, no tienen derecho a percibir el equivalente a 

un salario mínimo incrementado en un 60%, dado que al vincularse a la planta de personal 

de las Fuerzas Militares como soldados profesionales, se les aplica en su totalidad el 

régimen propio de estos últimos, que era un una bonificación incrementada en un 40%.  

 

Esto por cuanto, la interpretación adecuada del artículo 1º del Decreto Reglamentario 

1794 de 2000
30

, derivada de la literalidad de dicha norma y de la aplicación del principio 

                                                 

27
 Ib. 

28
 Por la cual se dictan normas sobre servicio militar voluntario. 

29
 Ib. 

30
 Por el cual se establece el régimen salarial y prestacional para el personal de soldados profesionales de 

las Fuerzas Militares. 
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constitucional de respeto a los derechos adquiridos estipulado en la Ley 4ª de 1992
31

 y el 

Decreto Ley 1793 de 2000
32

, consiste en que los soldados voluntarios que luego fueron 

incorporados como profesionales, tienen derecho a percibir una asignación salarial 

equivalente a un salario mínimo legal aumentado en un 60%, en virtud de los argumentos 

anteriormente expuestos. 

 

Refuerza la Sala esta conclusión al tener en cuenta que luego de la revisión integral de 

los Decretos 1793
33

 y 1794
34

 de 2000, en ninguno de sus apartes se encuentra disposición 

alguna que establezca que los soldados voluntarios que posteriormente fueron enlistados 

como profesionales, vayan a percibir como salario mensual el mismo monto que devengan 

los soldados profesionales que se vinculan por vez primera, es decir, un salario mínimo 

aumentado en un 40%. 

 

En ese sentido, tampoco es válido el argumento del Ministerio de Defensa atinente a que 

en el caso de los soldados voluntarios hoy profesionales, no hay lugar a reajustar su salario 

en un 20%, pues, dicho porcentaje se entiende redistribuido al reconocerles otro tipo de 

prestaciones sociales que con anterioridad no percibían en vigencia de la Ley 131 de 

1985
35

. 

 

Entiende la Sala sobre el particular, que el inciso 2º del artículo 1º del Decreto 

                                                 

31
 Mediante la cual se señalan las normas, objetivos y criterios que debe observar el Gobierno Nacional 

para la fijación del régimen salarial y prestacional de los empleados públicos, de los miembros del Congreso 

Nacional y de la Fuerza Pública y para la fijación de las prestaciones sociales de los Trabajadores Oficiales y 

se dictan otras disposiciones, de conformidad con lo establecido en el artículo 150, numeral 19, literales e) y 

f) de la Constitución Política. 

32
 Por el cual se adopta el Régimen de Carrera y el Estatuto de Personal de Soldados Profesionales de las 

Fuerzas Militares. 

33
 Ib. 

34
 Por el cual se establece el régimen salarial y prestacional para el personal de soldados profesionales de 

las Fuerzas Militares. 

35
 Por la cual se dictan normas sobre servicio militar voluntario. 
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Reglamentario 1794 de 2000
36

, les respeta a los soldaos voluntarios hoy profesionales, el 

hecho que perteneciendo a la misma institución pasen a ganar la misma asignación salarial 

que tenían en vigencia de la Ley 131 de 1985
37

, esto es, una bonificación mensual 

equivalente al salario mínimo legal vigente, incrementada en un 60%, situación que deber 

ser vista desde la órbita de la garantía de conservar los derechos adquiridos; y cosa distinta 

es que luego de su conversión a soldados profesionales, empiecen a disfrutar de varias 

prestaciones sociales que antes no devengaban. Todo lo anterior, en aras de compensar a los 

soldados voluntarios que, desde la creación de su régimen con la Ley 131 de 1985
38

, sólo 

percibían las bonificaciones mensuales, de navidad y de retiro. 

 

La Sala reitera entonces, que lo hasta aquí expuesto permite concluir, que la correcta 

interpretación del artículo 1º, inciso 2º, del Decreto Reglamentario 1794 de 2000
39

 alude a 

que los soldados voluntarios, hoy profesionales, tienen derecho a percibir una asignación 

salarial mensual equivalente a un salario mínimo legal vigente incrementado en un 60%. 

 

El Ministerio de Defensa Nacional toma distancia de esta posición jurisprudencial con 

fundamento en la tesis  del principio de inescindibilidad de la norma; el denominado 

principio de derecho laboral de inescindibilidad o indivisibilidad, tradicionalmente ha sido 

consagrado en la legislación legal laboral colombiana como complemento del de 

favorabilidad
40

. En efecto, el legislador desarrolló el principio de favorabilidad en armonía 

con el criterio de inescindibilidad en el artículo 21 del Código Sustantivo del Trabajo, en 

los siguientes términos: 

                                                 

36
 Por el cual se establece el régimen salarial y prestacional para el personal de soldados profesionales de 

las Fuerzas Militares. 

37
 Por la cual se dictan normas sobre servicio militar voluntario. 

38
 Ib. 

39
 Por el cual se establece el régimen salarial y prestacional para el personal de soldados profesionales de 

las Fuerzas Militares. 

40
 Sobre el particular se pueden consultar las sentencias de la Corte Constitucional T-832A de 2013; C-354 

de 2015. 
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“Artículo 21. Normas más favorables. En caso de conflicto o duda sobre la aplicación 

de normas vigentes de trabajo, prevalece la más favorable al trabajador. La norma que se 

adopte debe aplicarse en su integridad.” (Subraya la Sala). 

 

El principio de favorabilidad se aplica en aquellos casos en que surge duda demostrada y 

fehaciente en el operador jurídico al entrar a  aplicar cuál de las dos disposiciones 

normativas tienen en cuenta al momento de resolver un asunto sometido a su conocimiento, 

al existir que dos o más textos legislativos vigentes al momento de causarse el derecho, 

gobiernan la solución del caso concreto. En estos eventos los cánones protectores de los 

derechos del trabajador y la seguridad social ordenan la elección de la disposición jurídica 

que mayor provecho otorgue al trabajador, al afiliado o beneficiario del sistema de 

seguridad social. El texto legal así escogido debe emplearse respetando el principio de 

inescindibilidad o conglobamento, es decir, aplicarse de manera íntegra en su relación con 

la totalidad del cuerpo normativo al que pertenece, sin que sea admisible escisiones o 

fragmentaciones tomando lo más favorable de las disposiciones en conflicto, o utilizando 

disposiciones jurídicas contenidas en un régimen normativo distinto al elegido. 

 

En el presente caso no se evidencia la trasgresión al referido principio, puesto que la 

situación normativa que gobierna la controversia jurídica no ofrece conflicto o duda alguna 

sobre aplicación de varias normas o regímenes, pues, como se expuso en precedencia, la 

situación salarial de los soldados voluntarios que posteriormente fueron convertidos en 

profesionales, se encuentra regulada de manera íntegra en un solo estatuto que es el Decreto 

Reglamentario 1794 de 2000
41

, cuyo artículo 1º, inciso 2º, se insiste, establece para ellos 

una asignación salarial mensual de un salario mínimo incrementado en un 60%. 

 

Por lo anterior, hace mención  el Consejo de Estado, que al pasar de soldados 

                                                 

41
 Por el cual se establece el régimen salarial y prestacional para el personal de soldados profesionales de 

las Fuerzas Militares. 
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voluntarios a profesionales, los uniformados no cambiaron de régimen de carrera al interior 

del Ejército, pues, su estatus siguió siendo el de soldados, sólo que a partir del año 2000, 

por virtud de los Decretos 1793
42

 y 1794
43

 de dicha anualidad, fueron profesionalizados 

para mejorar la prestación del servicio constitucional que tienen asignado, lo cual significó 

además, que dicho personal recibiera las prestaciones sociales que antes no devengaba. 

 

De manera que con la interpretación del artículo 1º, inciso 2º, del Decreto Reglamentario 

1794 de 2000
44

, que se prohíja en esta sentencia de unificación, no se está generando una 

nueva norma a través de la combinación de varios contenidos normativos enfrentados, ni 

tampoco se está escogiendo como aplicable fragmentos legales de diferentes 

normatividades, pues, la regulación salarial de los soldados profesionales se encuentra 

contenida en un único estatuto, que es el mencionado Decreto Reglamentario 1794 de 

2000
45

. 

 

Concluye la Sala entonces, que la correcta interpretación del artículo 1º, inciso 2º, del 

Decreto Reglamentario 1794 de 2000
46

 es que los soldados voluntarios, hoy profesionales, 

tienen derecho a percibir un salario básico mensual equivalente a un mínimo legal vigente 

incrementado en un 60%. En ese orden de ideas, los soldados profesionales que a 31 de 

diciembre de 2000, se desempeñaban como soldados voluntarios en los términos de la Ley 

131 de 1985
47

, y a quienes se les ha venido cancelando un salario mínimo legal vigente 

incrementado en un 40%, tienen derecho a un reajuste salarial equivalente al 20%. 

 

                                                 

42
 Por el cual se adopta el Régimen de Carrera y el Estatuto de Personal de Soldados Profesionales de las 

Fuerzas Militares. 

43
 Por el cual se establece el régimen salarial y prestacional para el personal de soldados profesionales de 

las Fuerzas Militares. 

44
 Ib. 

45
 Ib. 

46
 Ib. 

47
 Por la cual se dictan normas sobre servicio militar voluntario. 



 49 

Definido lo anterior, se precisa también la situación salarial de los soldados 

profesionales que se vincularon por primera vez luego de la creación de dicho régimen con 

el Decreto Ley 1793 de 2000
48

, a quienes el inciso 1º del artículo 1º del Decreto 

Reglamentario 1794 de 2000
49

, les determinó que devengarían un salario mensual 

equivalente al mínimo legal vigente incrementado en un 40%. 

 

Ahora bien, en atención a que el Decreto 1794 de 2000
50

 establece que los soldados 

profesionales, sin distingo alguno, además de la asignación salarial, tienen derecho a las 

primas de antigüedad, de servicio anual, vacaciones y navidad, así como al subsidio 

familiar y a cesantías, y que tales prestaciones se calculan con base en el salario básico; es 

necesario precisar a continuación los efectos prestaciones del reajuste salarial del 20% 

reclamado. 

 

3.6. Efectos prestacionales de ordenar el reajuste salarial del 20% a favor de los 

soldados profesionales que venían como voluntarios 

 

De acuerdo con lo reglado en los artículos 2º, 3º, 4º, 5º, 9º y 11º del Decreto 

Reglamentario 1794 de 2000, los Soldados Profesionales tienen derecho al reconocimiento 

y pago de las siguientes prestaciones sociales: 

 

… 

“Artículo 2. Prima de antigüedad. Cumplido el segundo año de servicio, el soldado 

profesional de las Fuerzas Militares tendrá derecho a una prima mensual de antigüedad 

equivalente al 6.5% de la asignación salarial mensual básica. Por cada año de servicio 

adicional, se reconocerá un 6.5% más, sin exceder del 58.5%. 

                                                 

48
 Por el cual se adopta el Régimen de Carrera y el Estatuto de Personal de Soldados Profesionales de las 

Fuerzas Militares. 

49
 Por el cual se establece el régimen salarial y prestacional para el personal de soldados profesionales de 

las Fuerzas Militares. 

50
 Ib. 
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Parágrafo. Los soldados vinculados con anterioridad al 31 de diciembre de 2000, que 

expresen su intención de incorporarse como soldados profesionales y sean aprobados por 

los comandantes de fuerza, serán incorporados el 1 de enero de 2001, con la antigüedad 

que certifique cada fuerza, expresada en número de meses. A estos soldados les será 

aplicable íntegramente lo dispuesto en este decreto, respetando el porcentaje de la prima 

de antigüedad que tuviere al momento de la incorporación al nuevo régimen. 

 

Artículo 3. Prima de servicio anual. El soldado profesional de las Fuerzas Militares en 

servicio activo, tendrá derecho al pago de una prima de servicio anual equivalente al 50% 

del salario básico devengado en el mes de junio del respectivo año más la prima de 

antigüedad, la cual se pagará dentro de los 15 primeros días del mes de julio de cada año. 

 

Parágrafo 1. Cuando el soldado a que se refiere este artículo, no haya servido el año 

completo, tendrá derecho al pago de esta prima proporcionalmente, a razón de una 

doceava parte por cada mes completo de servicio, liquidada con base en el salario básico 

devengado en el último mes más la prima de antigüedad. 

 

Parágrafo 2. Cuando el soldado profesional se encuentre en comisión mayor de 90 días 

en el exterior, la prima de servicio anual será pagada de conformidad con las 

disposiciones vigentes. 

 

Artículo 4. Prima de vacaciones. A partir de la vigencia del presente Decreto el 

soldado profesional en servicio activo, tendrá derecho al pago de una prima de vacaciones 

equivalente al 50% del salario básico mensual por cada año de servicio más la prima de 

antigüedad, la cual se reconocerá para las vacaciones causadas a partir del 1º de febrero 

del año siguiente a la vigencia del presente Decreto. 

 

Esta prima deberá liquidarse en la nómina correspondiente al mes inmediatamente 

anterior a aquel en el cual el soldado profesional adquiere el derecho a disfrutarlas, previa 
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autorización de la Fuerza respectiva. 

 

Artículo 5. Prima de navidad. El soldado profesional de las Fuerzas Militares en 

servicio activo, tendrá derecho a percibir anualmente una prima de navidad equivalente al 

50% del salario básico devengado en el mes de noviembre del respectivo año más la prima 

de antigüedad, la cual será cancelada pagará en el mes de diciembre de cada año. 

 

Parágrafo. Cuando el soldado profesional no hubiere servido el año completo, tendrá 

derecho al pago de la prima de navidad de manera proporcional a razón de una doceava 

parte por cada mes completo de servicio, liquidada con base en el último salario básico 

devengado más la prima de antigüedad. 

… 

Artículo 9. Cesantías. El soldado profesional tendrá derecho al reconocimiento de 

cesantías, equivalente a un salario básico, más la prima de antigüedad por año de servicio, 

las cuales se liquidarán anualmente y se depositarán en el Fondo o Fondos que para su 

efecto seleccionará el Ministerio de Defensa Nacional. 

 

… 

Artículo 11. Subsidio familiar. A partir de la vigencia del presente Decreto, el soldado 

profesional de las Fuerzas Militares casado o con unión marital de hecho vigente, tendrá 

derecho al reconocimiento mensual de un subsidio familiar equivalente al 4% de su salario 

básico mensual más la prima de antigüedad. 

 

Para los efectos previstos en este artículo, el soldado profesional deberá reportar el 

cambio de estado civil a partir de su inicio al Comando de la Fuerza de conformidad con 

la reglamentación vigente.” 

 

La lectura de las disposiciones trascritas revela, que las prestaciones sociales enunciadas 

a que tienen derecho los soldados profesionales, tanto los que se vincularon por primera 

vez, como los que fueron incorporados siendo voluntarios, se liquidan con base en el salario 
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básico devengado. 

 

Por tal razón se concluye, que el ajuste salarial del 60% a que tienen derecho los 

soldados profesionales que venían como voluntarios, lleva aparejado efectos prestaciones y 

da lugar a que también les sean reliquidadas, en un mismo porcentaje, las primas de 

antigüedad, servicio anual, vacaciones y navidad, así como el subsidio familiar y las 

cesantías. 

 

3.7. Reglas jurisprudenciales 

 

En armonía con las consideraciones expuestas, la Sala Plena de la Sección Segunda del 

Consejo de Estado unifica su jurisprudencia en materia de reconocimiento del reajuste 

salarial del 20% reclamado por los soldados voluntarios que posteriormente fueron 

incorporados como profesionales, y fija las siguientes reglas jurisprudenciales para decidir 

las controversias judiciales relacionadas con el referido asunto: 

 

Primero. De conformidad con el inciso 1º del artículo 1º del Decreto Reglamentario 

1794 de 2000
51

, la asignación salarial mensual de los soldados profesionales vinculados por 

vez primera, a partir del 1º de enero de 2000, es de un salario mínimo legal mensual vigente 

incrementado en un 40%. 

 

Segundo. De conformidad con el inciso 2º del artículo 1º del Decreto Reglamentario 

1794 de 2000,
52

 la asignación salarial mensual de los soldados profesionales que a 31 de 

diciembre de 2000 se desempeñaban como soldados voluntarios en los términos de la Ley 

131 de 1985
53

, es de un salario mínimo legal mensual vigente incrementado en un 60%. 

 

                                                 

51
 Por el cual se establece el régimen salarial y prestacional para el personal de soldados profesionales de 

las Fuerzas Militares. 

52
 Ib. 

53
 Por la cual se dictan normas sobre servicio militar voluntario. 
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Tercero. Sobre el reajuste salarial y prestacional del 20% que se ordene a favor de los 

soldados voluntarios, hoy profesionales, la parte demandada condenada, deberá efectuar de 

manera indexada los respectivos descuentos en la proporción correspondiente, por concepto 

de aportes a la seguridad social integral y demás a que haya lugar. 

 

Dando como resultado lo anterior el siguiente cuadro, donde se relaciona soldados por 

fuerza, activos, pensionados con sus respectivos costos y proyección:  
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3.8. Extracto de la Sentencia 

Sin lugar a dubitaciones constituye un elemento esencial observar la SENTENCIA DE 

UNIFICACION -sobre reajuste salarial de soldados voluntarios, donde se observa el marco 

axiológico que llega del principio de inescindibilidad – Aplicación, principio de 

favorabilidad respecto de las normas más favorables sobre reajuste salarial: 

 

“En el presente caso no se evidencia la trasgresión al referido principio, puesto que la 

situación normativa que gobierna la controversia jurídica no ofrece conflicto o duda alguna 

sobre aplicación de varias normas o regímenes, pues, como se expuso en precedencia, la 

situación salarial de los soldados voluntarios que posteriormente fueron convertidos en 

profesionales, se encuentra regulada de manera íntegra en un solo estatuto que es el Decreto 

Reglamentario 1794 de 2000, cuyo artículo 1º, inciso 2º, se insiste, establece para ellos una 

asignación salarial mensual de un salario mínimo incrementado en un 60%. Agrega la Sala, 

que al pasar de soldados voluntarios a profesionales, los uniformados no cambiaron de 

régimen de carrera al interior del Ejército, pues, su estatus siguió siendo el de soldados, 

sólo que a partir del año 2000, por virtud de los Decretos 1793 y 1794 de dicha anualidad, 

fueron profesionalizados para mejorar la prestación del servicio constitucional que tienen 

asignado, lo cual significó además, que dicho personal recibiera las prestaciones sociales 

que antes no devengaba. De manera que con la interpretación del artículo 1º, inciso 2º, del 

Decreto Reglamentario 1794 de 2000, que se prohíja en esta sentencia de unificación, no se 

está generando una nueva norma a través de la combinación de varios contenidos 

normativos enfrentados, ni tampoco se está escogiendo como aplicable fragmentos legales 

de diferentes normatividades, pues, la regulación salarial de los soldados profesionales se 

encuentra contenida en un único estatuto, que es el mencionado Decreto Reglamentario 

1794 de 2000. Concluye la Sala entonces, que la correcta interpretación del artículo 1º, 

inciso 2º, del Decreto Reglamentario 1794 de 2000 es que los soldados voluntarios, hoy 

profesionales, tienen derecho a percibir un salario básico mensual equivalente a un mínimo 

legal vigente incrementado en un 60%. En ese orden de ideas, los soldados profesionales 

que a 31 de diciembre de 2000, se desempeñaban como soldados voluntarios en los 
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términos de la Ley 131 de 1985, y a quienes se les ha venido cancelando un salario mínimo 

legal vigente incrementado en un 40%, tienen derecho a un reajuste salarial equivalente al 

20%. Definido lo anterior, se precisa también la situación salarial de los soldados 

profesionales que se vincularon por primera vez luego de la creación de dicho régimen con 

el Decreto Ley 1793 de 2000, a quienes el inciso 1º del artículo 1º del Decreto 

Reglamentario 1794 de 2000, les determinó que devengarían un salario mensual 

equivalente al mínimo legal vigente incrementado en un 40%”. NOTA DE RELATORIA: 

Esta providencia fue proferida por la Sala Plena de esta Sección. Es así como se dimensiona 

dicha situación en cabeza de los soldados en relación con el reajuste que tienen derecho. 
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CONCLUSIONES 

 

El estudio y análisis juicioso del material legal y jurisprudencial que se desarrolló 

durante la investigación, permite advertir las siguientes conclusiones: 

 

La globalización, la internacionalización y la constitucionalización del derecho 

colombiano fue fundamental para que el estudio del artículo 230 de la Constitución Política 

de 1991, realizado por la Corte Constitucional donde introduce cambios en la tradicional 

interpretación jurídica de las fuentes del derecho basada en los postulados de la escuela de 

la exégesis que hacía una hermenéutica en la que se privilegia el criterio del juez, 

otorgándole la facultad de crear fallos como fuente jurídica, y generando consecuencias 

jurídicas como la sentencia CE-SUJ2-2013-0060-01 

 

Al comprender que el precedente judicial es fuente del derecho, el juez se convierte en 

creador del derecho y con esto garante de la democracia y de la realización del estado social 

de derecho. Sin embargo, es importante poner especial atención al poder de los jueces como 

productores de derecho y tratar de imponer unos límites a esa capacidad interpretativa para 

no desbordar los límites de la justicia y de la ley, lo cual aparentemente está ocurriendo en 

la actualidad. Para lo cual se propone un control responsable dentro de la propia rama 

judicial donde se muestren, condiciones y reglas de razonamiento jurídico para tener en 

cuenta en los procesos judiciales, de forma que las decisiones que se tomen estén acordes 

con la teoría del derecho y no con el juego de los intereses personales de los jueces, para lo 

cual valdría la pena profundizar en ese tema en una investigación posterior. 

 

La Ley 1437 de 2011fue el resultado de un esfuerzo mancomunado de las tres ramas del 

poder público, bajo el liderazgo del Consejo de Estado. Esta reforma fue transcendental 

para el derecho administrativo, pues responde al espíritu renovador de la Constitución 

Política de 1991, donde se resalta el papel fundamental de la administración en la 

protección de los derechos de las personas. Su estudio permitió desarrollar el cuarto 

objetivo e identificar la existencia de instituciones en la Ley 1437 de 2011, que dieran 
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alcance al concepto de precedente judicial en la Jurisdicción Contenciosa administrativa. 

 

Las sentencias de unificación y el mecanismo de extensión de jurisprudencia son una 

manifestación del precedente judicial, en el entendido que esta clase de providencias 

sientan unas reglas claras para ser seguidas tanto por la administración como por otros 

operadores judiciales.   

 

En nuestro caso concreto, se está dando aplicación a la sentencia de unificación de forma 

que en vía administrativa se tomaron las medidas necesarias, desarrollando un 

procedimiento administrativo para efectuar el reconocimiento y pago de las diferencias 

salariales y prestacionales, a cada uno de los soldados profesionales que se encuentran en 

actividad y que venían de ser soldados voluntarios. Encontrándose aún pendiente la forma 

por establecer el procedimiento para cancelar las acreencias a los soldados profesionales 

con asignación de retiro. 

 

Sin embargo sólo se sabrá si son instrumentos que de verdad favorecen la seguridad 

jurídica cuando su implementación esté un poco más avanzada, y de esto dependerá la 

consolidación del precedente judicial.  

 

De lograrse la consolidación del precedente jurisprudencial se obtendrá un significativo 

ahorro tanto en el gasto público, como una disminución en el desgaste judicial, pues llevará 

a que se adopte al interior de las entidades los mecanismos necesarios para dar solución y 

realizar los respectivos reconocimientos en vía administrativa, sin necesidad de que se 

acuda a la jurisdicción de lo contencioso administrativo, en procura de una declaración 

judicial. 
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Tabla 4. Incrementos Salariales. 

  2003 2004 2005 2006 2007 2008 2009 2010 2011 2012 2013 2014 2015 2016 2017 2018 2019 2020 

SMMLV  $332.000  $358.000  

 

$381.500  $408.000  $433.700  $461.500  $496.900  $515.000  

 

$535.600  $566.700  $589.500  $616.000  $644.350  $689.455  $720.480  $752.902  $786.783  $822.188  

Increment

o salarial 7,83% 6,56% 6,95% 6,30% 6,41% 7,67% 3,64% 4,00% 5,81% 4,02% 4,50% 4,60% 7,00% 4,50% 4,50% 4,50% 4,50% 

  

  2003 2004 2005 2006 2007 2008 2009 2010 2011 2012 2013 2014 2015 2016 2017 2018 2019 2020 

TOTA

L 

  

Activo

s ARC 1.622 1.582 1.474 1.403 1.352 1.304 1.269 1.241 1.011 903 846 765 629 579 579 282 172 12   

  

Activo

s EJC 26.137 25.946 23.553 22.073 20.790 19.672 18.762 18.127 17.263 16.291 15.266 15.062 13.420 10.627 10.627 9.069 5.494 880   

Precios 
Corrie

ntes 

Costo 

EJC 

$9.681.
941.37

3 

$42.99
5.520.2

18 

$44.08
5.499.9

16 

$47.96
9.916.0

84 

 

$53.43
8.661.4

09  

$55.61
7.250.3

79  

 

$63.05
9.250.0

00  

$68.59
0.767.9

90  

 

$68.39
9.177.1

80  

 

$68.63
6.623.1

64  

 

$65.32
2.105.9

81  

 

$67.00
6.047.1

49  

 

$67.37
6.658.8

81  

 

$58.03
1.368.5

06  

 

$56.09
4.236.1

08  

 

$50.03
6.333.9

14  

 

$30.34
4.491.0

29  

 

$5.151.
495.36

8  

 

$921.8
37.344.

650  

Costo 

ARC 

$824.2

50.756 

$2.626.

387.52

4 

$2.607.

667.71

3 

$2.713.

033.94

4 

 
$2.838.

609.87

0  

 
$2.974.

681.32

0  

 
$3.181.

441.50

5  

 
$4.410.

679.90

5  

 
$3.737.

125.96

9  

 
$3.554.

036.94

9  

 
$3.463.

667.37

9  

$3.272.

521.56

0  

 
$2.814.

950.04

5  

 
$1.166.

845.36

3  

 
$3.114.

920.24

2  

 
$1.585.

381.42

7  

 
$1.010.

483.89

2  

$73.67

1.326  

 
$45.97

0.356.6

90  

CREM

IL* 

    

                  

$44.28
4.915.3

81  

$13.89
6.888.2

15        

$58.18
1.803.5

96  

TOTA

L 

$10.50
6.192.1

29 

$45.62
1.907.7

42 

$46.69
3.167.6

29 

$50.68
2.950.0

28 

$56.27
7.271.2

79  

$58.59
1.931.6

99  

$66.24
0.691.5

05  

$73.00
1.447.8

95  

$72.13
6.303.1

50  

$72.19
0.660.1

13  

$68.78
5.773.3

60  

$70.27
8.568.7

09  

$70.19
1.608.9

27  

$103.4
83.129.

250  

$73.10
6.044.5

66  

$51.62
1.715.3

41  

$31.35
4.974.9

22  

$5.225.
166.69

4  

$1.025.
989.50

4.936  

Precios 

Consta
ntes** 

Activo
s EJC 

$20.10

6.213.5
22 

$82.80

3.006.6
81 

$79.67

2.263.0
27 

$81.06

1.515.9
16 

$84.95

1.700.0
27  

$83.08

9.038.7
00  

$87.49

5.502.5
34  

$91.82

5.724.1
64  

$88.04

7.338.8
78  

$83.50

4.258.0
26  

$76.39

8.053.5
69  

$74.99

6.191.9
43  

$72.09

3.025.0
03  

$58.03

1.368.5
06  

 $                                   
-    

 $                                   
-    

 $                                   
-    

 $                                 
-    

$1.064.

075.20
0.496  

Activo
s ARC 

$1.711.

698.20
8 

$5.058.

033.54
8 

$4.712.

633.14
0 

$4.584.

595.14
2 

$4.512.

551.92
1  

$4.444.

006.30
4  

$4.414.

290.10
4  

$5.904.

787.01
7  

$4.810.

642.61
6  

$4.323.

890.14
4  

$4.050.

963.17
7  

$3.662.

753.81
8  

$3.011.

996.54
9  

$1.166.

845.36
3  

 $                                   
-    

 $                                   
-    

 $                                   
-    

 $                                 
-    

$56.36

9.687.0
52  

CREM

IL*                           

$44.28

4.915.3

81  

 $                                   

-    

 $                                   

-    

 $                                   

-    

 $                                 

-    

$44.28

4.915.3

81  

TOTA

L 

$21.81

7.911.7

30  

$87.86

1.040.2

29  

$84.38

4.896.1

68  

$85.64

6.111.0

57  

$89.46

4.251.9

48  

$87.53

3.045.0

05  

$91.90

9.792.6

38  

$97.73

0.511.1

81  

$92.85

7.981.4

94  

$87.82

8.148.1

70  

$80.44

9.016.7

46  

$78.65

8.945.7

62  

$75.10

5.021.5

52  

$103.4

83.129.

250  

 $                                   

-    

 $                                   

-    

 $                                   

-    

 $                                 

-    

$1.164.

729.80

2.929  

*A la fecha existen 7.047 SLP e IMP con asignación de retiro liquidada con el 40%                       

** Se calculan precios constantes a 2016                                
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